Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:21). 
(Ingresan a sala el director nacional de Aduanas y sus asesores). 


—Damos la bienvenida al contador Enrique Canon, director nacional de Aduanas, y a sus 
asesores. 


Brevemente, voy a explicar la mecánica de trabajo. En el caso de esta comisión las 
citaciones son personales. El contador Canon definió concurrir con dos asesores a efectos de facilitar 
las respuestas a las interrogantes que harán los señores senadores, pero las preguntas son 
personales, por tanto, estarán dirigidas a su persona; no obstante, en aquellas que entienda que 
necesita asesoramiento nos lo puede hacer saber. Los senadores plantearán una serie de preguntas y 
el señor senador Delgado, en este caso el miembro convocante, le explicará el motivo de la invitación a 
esta comisión investigadora. 


SEÑOR DELGADO.- Ante todo, agradecemos la presencia del director nacional de Aduanas y sus 
asesores. 


Si bien la Aduana no es objeto de la investigación en curso sino la gestión de Ancap, 
solicitamos la convocatoria a esta comisión investigadora porque, tal como lo trasmití en el seno de 
este Cuerpo, me llegó una información que tiene que ver con facturas —repartí copia de algunas de 
ellas y tengo otras más— vinculadas a importaciones que hizo el ente investigado, en los años 2011, 
2012 y 2013, de crudo, propano y butano, cuyos documentos aduaneros se terminaron de regularizar 
en 2015. Tenemos claro, además, que a fines de marzo del año pasado comenzó a regir el nuevo 
Código Aduanero, lo que supone determinadas implicaciones para los organismos públicos. Entre otros 
elementos, cabe destacar que termina con una cláusula de indemnidad en relación con las sanciones a 
cualquier tipo de infracciones aduaneras. 


En verdad, esto nos ha llamado mucho la atención. Hemos dejado constancia de que hubo 
una solicitud de Aduanas en este sentido, por lo que, como es obvio, nos interesa saber si todo esto es 
cierto, cuáles son las facturas, quién lo solicitó en nombre de Ancap y cuál fue el procedimiento. 


SEÑOR CANON.- Buenas tardes a todos. 


Dado que desconocía el mecanismo de funcionamiento de esta comisión, traje un documento 
que puede dar respuesta a todas las preguntas del señor senador Delgado. Es una exposición sobre el 
régimen de importación donde se explica cómo se procesan las importaciones de Ancap. Si no tienen 
inconveniente, lo leería; consta de seis carillas, por lo que llevaría aproximadamente veinte minutos. 
Luego quedo a la orden de los señores senadores para responder las preguntas aclaratorias que 
quieran realizarme. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si fuera posible, me gustaría que se fotocopiara el documento al que dará 
lectura el contador Canon porque va a facilitar el seguimiento de la exposición. 


SEÑOR CANON.- Se lo puedo enviar luego por vía informática. 


SEÑOR BORDABERRY.- No es necesario. La secretaría puede fotocopiarlo ahora así tenemos el 
material y podemos formular las preguntas pertinentes. 


SEÑOR CANON.- Ante todo, quiero aclarar que en el documento aparecen dos anotaciones hechas 
con birome que son referencias para mí y no están escritas en el material. 


Ancap, por su carácter de empresa estatal, eminentemente monopólica, por las 
características de la mercadería que mayormente importa —crudo y gas— a través de óleo y gasoductos 
se encuentra —en el caso del petróleo-exenta de impuestos e infracciones aduaneras, aunque no de 
algunas tasas. En el caso de las infracciones aduaneras, Ancap estuvo exenta hasta el 1. de enero de 
2006. Y por idénticas razones Ancap siempre realizó declaraciones aduaneras simplificadas y 
facilitadas a través de manifiestos de carga y posteriores declaraciones por documento único 
aduanero, DUA. 


La evolución normativa en relación a las infracciones aduaneras para entes autónomos tuvo 
la siguiente secuencia. 


La Ley n.” 13318 de 1964 estableció la responsabilidad de los entes autónomos y otras 
reparticiones del Estado. 


La Ley n.* 14662 de 1977 exoneró por responsabilidad de infracciones aduaneras a los entes 
autónomos y otras reparticiones del Estado. 


La Ley n.* 17930 de 2005, en su artículo 115, con vigencia a partir del 1. de enero de 2006, al 
referir al producido de las multas de forma indirecta y sin advertir la reforma de la Ley n.” 14662, 
reimplanta la responsabilidad de la Ley n.* 13318: «El 100 % (cien por ciento) del producido de las 
multas por comisión de infracciones aduaneras, cuando los infractores sean organismos comprendidos 
en el artículo 451 de la Ley n.* 15903, de 10 de noviembre de 1987, se destinará a Rentas Generales. 
La presente disposición será de aplicación para todas las multas cobradas a partir de la vigencia de la 
presente ley». 


Con relación a los impuestos, la secuencia sería la siguiente. 


La Ley n.* 17615, de 17 de enero de 2003, en su artículo 1. dice: «Redúcese a $ 0,887 
(ochenta y ocho centésimos con siete milésimos de pesos) por litro, el Impuesto Específico Interno que 
grava el gasoil. 


Cuando entre en vigencia dicha reducción, las enajenaciones del referido bien quedarán 
gravadas por el Impuesto al Valor Agregado a la tasa mínima». 


Luego, la Ley n.* 18109, de 12 de abril de 2007, en su artículo 1.* establece: «Redúcese a $ O 
(cero peso uruguayo) el monto del Impuesto Específico Interno aplicable a las enajenaciones de 
gasoil». Y en su artículo 2. expresa: «Grávase con el Impuesto al Valor Agregado a la tasa básica, a 
las enajenaciones de gasoil. Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, la Administración Nacional 
de Combustibles, Alcohol y Pórtland (Ancap) considerará a tales enajenaciones como exentas a 
efectos de la deducción del Impuesto al Valor Agregado incluido en sus adquisiciones de bienes y 
servicios». 


La declaración aduanera simplificada para Ancap se aplica —con seguridad— desde el año 
1999 en todos los casos de petróleo y derivados. Funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas 
confirman que este procedimiento de la DNA se aplicaba desde mucho antes, pero dado que los 
archivos de Aduanas se mantienen durante 10 años —por imperio de la Ley n.* 18694 sobre archivos de 
DUA, artículo 1.%, y Decreto Reglamentario 43/11, artículo 7— y luego se destruyen, no puedo aportar 
evidencia documental. A su vez, como el sistema informático Lucía —que registra las operaciones 
aduaneras—- comenzó a funcionar a fines del año 1998, tampoco puedo proporcionar información que 
pudiera surgir del mismo. 


Sin embargo, en función de inconsistencias y falta de declaraciones durante los años 2003, 
2004 y 2005, el Ministerio de Economía y Finanzas suscribió un acuerdo de pago con Ancap el 30 de 
marzo de 2006 por USD 11:323.883 por concepto de comisión sobre importaciones prevista por el 
artículo 1? de la Ley n.* 16492, de 2 de junio de 1994. 


Hasta ahí la situación anterior al 2006. 


Posteriormente, desde el año 2006 al 2015, la Dirección Nacional de Aduanas ha continuado 
con la aplicación de un procedimiento simplificado para las importaciones de Ancap. 


Es así que el proceso de introducción al país de este tipo de productos comienza con la 
transmisión por parte de la agencia naviera del manifiesto que respalda la mercadería descargada, 
generándose así un stock en los distintos depósitos de Ancap, que debe ser regularizado 
posteriormente a través del despacho de importación definitiva. 


La Dirección Nacional de Aduanas lleva un registro informático de toda la mercadería 
ingresada a dichos depósitos, los despachos regularizadores y la mercadería que aún no se ha librado 
o no ha sido regularizada. 


Dicho procedimiento simplificado se basa, jurídicamente, en el Decreto 173/2005, que 
incorpora la Decisión 50/04 del Consejo Mercado Común del Mercosur que regula la «Norma Relativa 
al Despacho Aduanero de Mercaderías». La misma dispone en su artículo 57 que «La declaración 
aduanera de la mercadería podrá ser hecha en forma simplificada». Y, en su artículo 58, que «La 
declaración simplificada podrá ser efectuada», entre otros: «c) a través de la presentación de la 
declaración de llegada o salida de la mercadería, con los documentos de transporte y/o comerciales; » 
o «d) con la presentación de los documentos de transporte y/o comerciales». 


Dicha disposición se compadece también con lo establecido por el artículo 68 del 
recientemente aprobado Código Aduanero de la República Oriental del Uruguay —por la Ley n.* 19276, 
de 19 de setiembre de 2014 y publicado en el Diario Oficial el 25 de setiembre del mismo año- que 
dice: «(Despacho aduanero simplificado).- La legislación aduanera podrá prever la realización de un 
despacho aduanero simplificado para permitir el libramiento de la mercadería con facilidades formales 
y de procedimientos, en razón de la calidad del declarante, de las características de la mercadería o de 
las circunstancias de la operación». 


Dicha declaración simplificada en el caso de Ancap se basa, a su vez, en los siguientes 
fundamentos fácticos y de mérito —además de los jurídicos ya referidos—: A) característica del sujeto 
pasivo: empresa estatal, que además es mayormente monopólica y que, en general, presenta bajo 
riesgo fiscal en tanto el Estado uruguayo responde por ella; B) características de la mercadería: en 
general, mercadería con baja o nula imposición a la importación. El petróleo crudo no paga ningún 
impuesto, solo la tasa de servicios aduaneros, la tasa de servicio extraordinario y la guía de tránsito; el 
gas propano y butano pagan solo IVA, IVA anticipo, tasa de servicios aduaneros, tasa de servicio 
extraordinario y la guía de tránsito; el gasoil igual que los gases citados adicionándole la tasa consular 
si el destinatario no es UTE; la nafta catalítica, tasa de servicios aduaneros, tasa de servicio 
extraordinario, tasa consultar y guía de tránsito; en ningún caso estos productos pagan aranceles 
aduaneros, es decir, impuestos aduaneros propiamente dichos. Además, se trata de mercadería de 
carácter prioritario para la economía nacional, cuyo suministro no se puede interrumpir y que ingresa 
por medios peculiares y de difícil control como son oleoductos y gasoductos; C) interés general de la 
sociedad y del Estado de que se facilite el ingreso y suministro de combustibles; D) falta de normativa 
que regule importaciones por especiales conductos; E) dificultades técnicas de control y verificación 
física de la mercadería que ingresa. Por la naturaleza de la misma, es sumamente dificultoso y sería 
muy costoso realizar un control y verificación física de la mercadería que ha sido librada o se encuentra 
pendiente de regularización, ya que se trata de depósitos de combustibles y gases. Por tales motivos, 
los controles de ingresos y regularizaciones a través de la importación definitiva, se efectúan a través 
del control de manifiestos y de posteriores DUA correspondientes. 


Pasamos ahora a las gestiones realizadas. 


Dicha operativa, como se constata desde larga data, por las características apuntadas no es 
de fácil control e implementación. 


Sin embargo, durante las administraciones 2005-2010 y 2010-2015 se han realizado 
esfuerzos para regularizar estas importaciones. 


Como ya fue reseñado, durante los años 2003, 2004 y 2005 Ancap no realizó ningún tipo de 
declaración y no figuran importaciones en las estadísticas. Constatado esto, se practicó actuaciones 
por parte de la Dirección Nacional de Aduanas que culminaron con la suscripción de un acuerdo de 
pago con Ancap el 30 de marzo de 2006 por USD 11:323.883. 


Asimismo, desde el año 2010 la propia Ancap ha pedido a la DNA poder implementar 
procedimientos para normalizar la situación, razón por la cual la DNA se ha reunido con representantes 
de la empresa y ha manejado diversas alternativas para que no se produjera un desabastecimiento y la 
empresa se pusiera al día en los despachos de importación, cosa que ha hecho en gran medida. 


En tal situación, la DNA ha actuado aplicando el necesario equilibrio recomendado por la 
Organización Mundial de Aduanas entre facilitación del comercio exterior y el control del mismo, 
ponderando el resguardo de la renta fiscal junto con el interés general de abastecimiento de 
combustibles. 


Aquí hice una anotación en relación con una nota presentada a la comisión de la DNA, 
dirigida a la señora encargada del Departamento de Técnica, de fecha 25 de mayo de 2015, en el que 
cita el DUA 032147/2015 que tiene una observación F que significa rechazo de factura documento 
comercial. Efectivamente, hay una falta de coherencia entre la fecha del DUA y la fecha de la factura 
que se explica por el procedimiento que acabo de mencionar. Además, en este caso el DUA en 
cuestión fue regularizado y pagado como corresponde. 


En cuanto a la inexistencia de infracciones aduaneras en la operativa descrita, señalamos lo 
siguiente. 


En toda la operativa que se ha aplicado en relación con Ancap, tanto en relación con el pago 
de tasas como de impuestos y desde largo tiempo, no ha existido infracción fiscal por las siguientes 
razones: 


A) Ha sido la propia Ancap la que ha manifestado sus dificultades operativas para cumplir en 
tiempo los requisitos procedimentales y documentales, con lo cual ha demostrado buena fe en tal 
sentido y ninguna intención de defraudar al Fisco, intención que de existir por otra parte la DNA tendría 
que probar y no tiene constancia de ello. 


B) Ancap desde siempre ha tenido facilitaciones procedimentales en sus operaciones, con lo 
cual la aplicación actual de un procedimiento general de importación y la pretensión de aplicarle 
infracciones aduaneras por su no realización, violentaría elementales principios de seguridad jurídica y 
sería contrario a la recibida Teoría sobre la relevancia jurídica de la conducta anterior o Teoría de los 
actos propios de amplia recepción jurídica, tanto en doctrina como en jurisprudencia desde hace 
décadas, en nuestro derecho en general y en el aduanero en particular. Se cita a la Teoría de los actos 
propios y su aplicación en el derecho aduanero, cuyo autor es Pablo Labandera y fue publicada en la 
Revista de la Universidad de Montevideo en el año 2012. Por tanto, si la DNA siempre aceptó 
pacíficamente la operativa citada de Ancap, no puede luego alegar -como no puede hacerlo respecto 
de ningún particular— que Ancap incurrió en una infracción por operar así. 


C) El artículo 209 de la Ley n.* 19276 del Código Aduanero de la República Oriental del 
Uruguay —Carou— sobre contrabando dice: «Configura la infracción aduanera de contrabando toda 
acción que tenga por objeto la entrada o salida de mercadería del territorio aduanero, en forma 
clandestina o violenta, o sin la documentación correspondiente, que esté destinada a traducirse en una 
pérdida de renta fiscal o en la violación de los requisitos esenciales para la importación o exportación 
definitiva de determinadas mercaderías que establezcan leyes y reglamentos especiales aún no 
aduaneros.» 


El artículo 210 de la misma ley —-Carou— sobre presunciones de contrabando reza: «Se 
consideran presunciones simples de contrabando las siguientes: 


A) Cuando se introduzca o extraiga por puertos o fronteras, sin la correspondiente 
documentación, cualquier artículo sujeto a control aduanero, o bien si la introducción o salida se 
efectúa en forma violenta o clandestina, con uso de armas o sin él, o cuando se realice por puntos no 
autorizados o en horas inhábiles. 


B) Cuando se dejen de consumar, sin consentimiento expreso de la DNA, las operaciones de 
tránsito, trasbordo o reembarque, salvo que causas justificadas hayan hecho imposible la realización 
completa de la operación, sin que haya habido tiempo material de obtener la mencionada autorización 
previa y que el interesado comunique a la DNA la interrupción y sus motivos, dentro del plazo que 
determinan los reglamentos; si se sustituyen bultos o contenidos o se retornan o vuelven 
clandestinamente al país los artículos sacados en algunos de los conceptos expresados. 


C) Cuando los medios de transporte se aparten de las rutas preestablecidas para su entrada, 
salida o tránsito. 


D) En los casos de introducción o extracción de mercaderías en forma que escape a la 
fiscalización usual, ocultas en secretos o dobles fondos o en otra forma de clandestinidad, o bien 
empleando una vía o conducto no autorizado, como por ejemplo, la introducción de objetos de reducido 
volumen en la correspondencia recomendada. 


E) En los casos de movilización de mercaderías sin la documentación correspondiente 
establecida por las disposiciones pertinentes. 


F) Cuando las embarcaciones conduciendo carga de trasbordo o de reembarque fueran 
halladas al costado de buques diferentes de los expresados en los permisos correspondientes. 


G) Cuando se simulen operaciones, se falsifiquen o sustituyan documentos, marcas o sellos, 
con el objeto de realizar, facilitar u ocultar un fraude en perjuicio de la renta fiscal. 


H) Cuando un medio de transporte no llene los requisitos y formalidades prescriptos por las 
leyes de la materia para justificar su arribada forzosa». 


Los casos analizados —importaciones de Ancap- no se compadecen con ninguno de los 
numerales arriba mencionados sobre presunciones de contrabando. 


D) En su pedido de informes a la DNA del 17 de noviembre de 2015 el senador Bordaberry 
pregunta: «Si los hechos antes descriptos encuadra en alguna de las infracciones aduaneras previstas 
en el Código Aduanero, en particular la Contravención». 


El artículo 200 del Carou dice: «Se configura la infracción aduanera de contravención por 
violación de leyes, decretos o reglamentos dictados por órganos competentes que establecen deberes 
formales respecto de procedimientos aduaneros y siempre que no constituyan otra infracción aduanera 
distinta de la contravención». 


Según expliqué anteriormente, no hay violación alguna, pues los procedimientos 
simplificados se realizaron y realizan así como las regularizaciones posteriores. 


E) Vale aclarar lo expresado por el senador Bordaberry en actas del 11/11/2015 de la 
Comisión Investigadora sobre la situación económica y financiera de Ancap que cito: «Hemos 
constatado —estábamos terminando de reunir la información y el valor del barril de petróleo. Esto nos 
llamó la atención porque se importa con un valor de barril de petróleo que no es el vigente a la fecha. 
Según nuestro equipo, una de las explicaciones es que, en realidad, lo que se está haciendo es 


regularizar las importaciones anteriores de barriles de petróleo. Otra explicación es que se está 
poniendo un precio que no es el que corresponde. Nosotros nos inclinamos a eso. Los dos casos, 
cualquiera de las dos soluciones, son graves, porque importar sin hacer el trámite aduanero es 
contrabandear, y eso es una infracción aduanera». 


Para explicar la diferencia entre el valor declarado con el valor del crudo actual, el senador 
Bordaberry plantea dos opciones. Se inclina por que el valor que se declara a la DNA no es el real y, en 
ese caso, estaríamos frente a una sobrefacturación. Sin embargo, la opción correcta es que se trata de 
regularizaciones —de acuerdo con el procedimiento descrito- de ingresos anteriores a precios 
superiores a los hoy vigentes. 


Veamos ahora cuáles fueron las acciones de la DNA durante 2015. 


La DNA ha logrado que se regularicen la mayoría de las operaciones de Ancap con DUA 
posteriores al ingreso de la mercadería al depósito fiscal a través del procedimiento simplificado y 
facilitador que siempre —y subrayo siempre— se ha aplicado. 


A) A su vez, respecto de las importaciones que realiza a partir de julio de 2015, se estableció 
un procedimiento de entrega que da un plazo perentorio de 90 días a Ancap para regularizar las 
operaciones. (Expediente 16621/15), instruyendo específicamente a las áreas de control y de operativa 
que efectúen un adecuado seguimiento hasta tanto se instrumente un mecanismo informático a través 
del sistema Lucía. 


B) Al día de hoy Ancap ha utilizado dicho procedimiento 30 veces y no registra ningún 
incumplimiento; 22 operaciones ya se han regularizado y las restantes se encuentran en plazo a los 
efectos de su regularización. 


C) Se incorporó por la Aduana en el nuevo Código Aduanero, Ley n.* 19276, la posibilidad de 
regular de forma más adecuada y detallada el ingreso por oleoductos y similares por parte de la propia 
DNA, previendo situaciones como la de Ancap. 


En efecto, en el artículo 47 se dispuso: «(Ingreso por lugares y en horarios habilitados). [...] 3. 
La Dirección Nacional de Aduanas establecerá los requisitos necesarios para el ingreso de 
mercaderías a través de conductos fijos tales como oleoductos, gasoductos o líneas de transmisión de 
electricidad o por otros medios no previstos en este Código, a fin de garantizar el debido control y 
fiscalización aduanera». Dicha reglamentación está en proceso de ser confeccionada y depende de la 
asignación de recursos tanto humanos como materiales. 


D) Si de acuerdo a los nuevos procedimientos establecidos o a establecerse, la DNA 
encontrara un incumplimiento de los mismos, actuará en consecuencia aplicando las medidas que 
correspondan. 


Finalmente, digo que Ancap genera por algunas de estas importaciones IVA e IVA Anticipos, 
que registra en una cuenta IVA Compras y que debe verter a la DGI. Pero verterá a DGI el saldo neto — 
si es acreedor— de descontar su IVA Ventas, o sea los importes que cobra por IVA a los usuarios. 


La cuenta IVA —Impuesto al Valor Agregado— es una cuenta integral cuyo saldo puede ser 
acreedor o deudor. Si tiene saldo deudor es una cuenta integral de activo, representa un derecho, y si 
por el contrario tiene saldo acreedor es una cuenta integral de pasivo y representa una obligación. 


De manera que o no hay pérdida fiscal —en los casos que estamos considerando- o, por lo 
menos, la pérdida fiscal no es igual a lo que aún Ancap no ha vertido por IVA e IVA Anticipos. 


Igual razonamiento es válido para las pérdidas en el Estado de Resultados de la propia 
empresa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos la explicación y la verdad es que lo primero que hace es confirmar 
lo que nosotros veníamos diciendo en el seno de esta comisión acerca de que hay situaciones que voy 
a calificar de «irregulares»  —esto corre por mi cuenta—, importaciones que se hicieron sin la 
documentación correspondiente. 


El señor Canon hizo referencia a mecanismos facilitadores. Nosotros teníamos entendido que 
sí, que había un mecanismo facilitador, pero una cosa son noventa o cien días y otra, cuatro años. No 
creo en la teoría de que, como siempre pasó, ahora está bien que pase. La verdad es que no tengo 
idea de si esto pasó siempre, pero estamos investigando la gestión y nos llegó documentación sobre la 
situación de regularización por parte de Ancap, que es quien debería haber hecho el trámite. En este 
caso, no le estoy cargando el proceso a la Aduana. Ancap entró una documentación, la pagó y tengo 
las facturas. Varias de ellas son de propano, de butano y de petróleo, pero obviamente su fecha es 
muy diferente a la del momento en que termina regularizando esa importación. Luego vamos a hablar 
de la factura. Obviamente, quien tendría que haber generado la documentación para que esa 
mercadería ingresara es Ancap, más allá de si paga o no paga IVA. El petróleo no paga IVA, paga unas 
tasas menores. Pero el propano y el butano pagan IVA, la tasa consular y otras cosas más; en realidad, 
terminan pagando cuatro años después, cuando regularizan el DUA. Importó en 2011 y pagó todo — no 
solo el IVA— en 2015. El señor Canon hace referencia a que había una cuenta corriente para el IVA. 
Además, este tema no es de la Aduana, que ni siquiera es agente de retención y deriva directamente a 
la Dirección General Impositiva. 


El señor Canon hizo referencia a algunas leyes. Es verdad que con el nuevo Código 
Aduanero hay una situación diferente antes y después de marzo de este año sobre la indemnidad que 
tiene el Estado y las sanciones a las infracciones. Ahora bien, el hecho generador es la importación. 
Quizá no sea sancionada por la indemnidad, pero absolutamente hay una infracción. Se podrá 
cuestionar si es pasible o no de sanciones pero hay una infracción. Eso sin hablar del otro tema que 
tiene que ver con el aporte del IVA correspondiente y si las tasas se pagaron en su momento o cuatro 
años después cuando se regulariza. 


El otro día, cuando estuvimos en Rivera —quiero poner este ejemplo porque es bien 
práctico—, tomamos conocimiento de que algunas empresas que trajeron cosechadoras, tractores y 
otra maquinaria de Brasil para trabajar en Uruguay fueron requisadas por un procedimiento de la 
Dirección Nacional de Aduanas. ¿Por qué? Porque no tenían los trámites de importación. Varias de las 
empresas se están quejando porque fue requisada una gran cantidad de maquinaria agrícola en la 
zona de frontera, propiedad de brasileños que vinieron a trabajar al Uruguay. La Dirección Nacional de 
Aduanas les pidió los papeles y no estaba el documento. 


Aquí puede haber infracción aduanera o delito de contrabando; seguramente en esta 
situación nuestros visitantes no pueden definirlo, como no podría hacerlo yo —que puedo tener algunas 
presunciones—, pero para algo existen una justicia aduanera y una justicia penal. 


Se dice: «Se considera que existe contrabando en toda entrada o salida, importación, 
exportación o tránsito de mercaderías o efectos que realizada con la complicidad de empleados o sin 
ella, en forma clandestina o violenta, o sin la documentación correspondiente, esté destinada a 
traducirse en una pérdida de renta fiscal o en la violación de los requisitos esenciales para la 
importación», etcétera, que, entre otras cosas, es el Documento Único Aduanero. Esta es la definición 
de contrabando, que está contenida tanto en la ley actual como en la anterior porque no cambió. 


Luego de observar la normativa aplicable —después hablaremos sobre las facturas, entre 
otras cosas—, advertí que por todos lados saltaba el tema de la indemnidad, hasta la vigencia del nuevo 
Código Aduanero. 


Quiero decir que valoro mucho —lo aclaro expresamente-— la última hoja del material que nos 
fue entregado, donde se hace referencia a las acciones que se están llevando adelante para 
regularizar la situación. De todas maneras, creo que algunas de las cosas que allí se establecen 


todavía no se están cumpliendo; es más, se están incumpliendo. De todas formas, reitero que lo valoro 
porque me parece que ordena el proceso, pero no exime de lo anterior, sobre todo a la empresa que 
debió haber hecho determinados trámites y no los hizo. Para que cualquier cristiano o hijo de vecino 
pueda importar una lapicera se le exige el DUA porque, de lo contrario, genera contrabando. 
Obviamente es así. 


Es cierto que en materia del combustible de una empresa monopólica y estatal existen 
situaciones particulares porque, a veces, la documentación no llega a tiempo. Sabemos eso porque 
mucha gente nos lo ha dicho. Sin embargo, hay un tiempo prudencial en el que se entrega una parte 
de la documentación y la otra queda en trámite. Pero, en este caso, estamos hablando de cuatro años 
—reitero, cuatro años— y en algunas situaciones recién en ese momento se regulariza y se pagan los 
impuestos y las tasas correspondientes. 


Antes de pasar a hablar del tema de las facturas, le concedo una interrupción al señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido disculpas a nuestros invitados porque quizá estamos un poco lentos de 
entendimiento en el día de hoy, después de diecisiete horas de sesión y de acostarnos muy tarde, 
producto de la consideración de la Ley de Presupuesto. 


Según la declaración que se hizo -que mucho agradecemos- y que seguimos muy 
atentamente, al comienzo se dice: «Ancap, por su carácter de empresa estatal [...] se encuentra —en el 
caso del petróleo— exenta de impuestos e infracciones aduaneras, aunque no de algunas tasas». 


Ahora bien, en la frase siguiente se establece: «En el caso de las infracciones aduaneras 
Ancap estuvo exenta hasta el 1/1/2006». Realmente no sé por qué se hace la aclaración. Si está 
exenta, ¿por qué se aclara que también lo estuvo hasta el 1.2 de enero de 20067? No lo entiendo. 
Podemos decir que estuvo exenta de infracciones aduaneras hasta el 1. de enero de 2006, pero no 
establecer que «se encuentra» para luego decir «estuvo exenta hasta el 1/1/2006». Hay una 
contradicción que pido que me aclaren, con total franqueza, para ver si logro entenderla. 


El artículo 115 de la Ley n.* 17930 de 2005 —debe tratarse de la ley de presupuesto, porque 
tiene vigencia a partir del 1. de enero de 2006-— reimplanta lo que establecía la Ley n.* 13318 sobre la 
responsabilidad por infracciones aduaneras. Entonces, para situarnos en el tema. Estuvo exenta de 
responsabilidad por infracciones aduaneras hasta el 1.* de enero de 2006 y después —como dice en el 
párrafo—- tiene responsabilidad por infracciones aduaneras y ahí habría un error en la parte 
introductoria. Quiero saber si comprendí bien, si fue así. 


SEÑOR CANON.- Es comprensible la pregunta porque hay un pequeño error de sintaxis. 


El párrafo dice: «Ancap, por su carácter de empresa estatal..., por las características de la 
mercadería y por cómo se importa... se encuentra —en el caso del petróleo—- exenta de impuestos e 
infracciones aduaneras, aunque no de algunas tasas». Luego dice —acá se produce la confusión—: «En 
el caso de las infracciones aduaneras Ancap estuvo exenta hasta el 1/1/2006». O sea, en el caso del 
petróleo, debieron separarse los impuestos de las infracciones aduaneras. En ese sentido, vale la 
aclaración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Una vez realizada la aclaración paso a la segunda parte. 


Como acá no había infracción aduanera y estaba exenta de impuestos, se ve que Ancap 
durante 2003, 2004 y 2005 no cumplió con las normas registrales de las importaciones. Cuando se 
reinstala la obligación por la Ley n.* 17930, la Dirección Nacional de Aduanas le dice a Ancap que 
ahora sí hay responsabilidades. Y como encuentra inconsistencias durante los años 2003, 2004 y 2005 
le dice, «usted me debe plata y me tiene que pagar USD 11:000.000 y firma un acuerdo». Le pregunto: 
¿eso fue así? 


SEÑOR CANON.- Efectivamente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ahora le pregunto: ¿Después de 2006 se siguieron registrando 
inconsistencias? ¿Se hizo algún tipo de control? ¿Se volvió a encontrar algún error de ese tipo como 
para llegar a una suma de 11:000.000 en tres años entre la aduana y Ancap? Porque por lo que 
estamos viendo siguieron regularizando tarde las importaciones de Ancap. 


SEÑOR CANON.- Efectivamente. En primer lugar, quiero aclararle que el acuerdo de pago fue por 
concepto de comisión sobre importaciones —tal como dice en el informe—, no se trata de infracciones, si 
no de comisiones impagas que se sumaron y dieron como resultado ese número, por el cual se firmó el 
acuerdo en la administración 2005-2010. En 2006 el ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo 
Astori, firma con el Directorio de Ancap un acuerdo pagos. En segundo lugar, como muy bien citaba el 
señor senador Delgado, en la penúltima hoja están las acciones adoptadas por la DNA, a partir de julio 
de 2015. En el expediente n.* 16621/15 citado en la hoja n.* 5, se instruye a las áreas de control y de 
Operativa para regularizar sus operaciones y le da un plazo perentorio a Ancap que hasta entonces no 
había tenido. En el literal B) del punto IV se dice que dicho procedimiento se ha sido utilizado 30 veces 
y no registra ningún incumplimiento, 22 operaciones que fueron regularizadas y las restantes se 
encuentran en plazo de regularización. 


SEÑOR BORDABERRY.- En primer lugar, quiero pedir disculpas por la pregunta que voy a hacer, pero 
la materia aduanera siempre me resultó muy densa y de difícil entendimiento. Sí parece surgir de aquí 
que ha habido regularizaciones toleradas y conocidas por la Dirección Nacional de Aduanas y, en virtud 
de ello, este organismo entiende que no puede exigir a Ancap determinada obligación, por lo que cita la 
famosa teoría de los actos propios. Por mi parte, pienso que ojalá citara, a veces y con el transcurso 
del tiempo, a favor de los privados. No estoy hablando de los «kileros» del camino de Aceguá, porque 
quizás ellos, de alguna manera, puedan decir que si durante tanto tiempo les toleraron las garrafas 
arriba de las motos, no parece lógico que justamente ahora los controlen, cuando a vista y paciencia de 
todo el mundo se sabía y se permitía lo que hacían. Por consiguiente, la teoría de los actos propios 
también va a regir para los kileros y no solamente para Ancap. En realidad, la teoría de los actos 
propios es una situación de difícil entendimiento porque el Estado no ejerce su acción de contralor. La 
verdad es que esto es novedoso y quizás algún colega que esté en el ámbito de la Aduana pueda 
encontrar esta justificación que está haciendo la Dirección Nacional de Aduanas atinada para una 
defensa que tenga que hacer por la vía judicial. Adelanto, para que conste en la versión taquigráfica, 
que no comparto esa justificación. 


Pero más allá del análisis en sí, mi pregunta concreta tiene que ver con lo siguiente. La 
importación tiene un régimen especial del combustible, que es lógico que lo tenga; este baja del barco 
a la boya y, por lo tanto, no vamos a estar pidiendo, para pasarlo por el tubo a las aguas territoriales, 
que se haga el trámite, con los sellos, etcétera, porque no se usa. Asimismo, el combustible va a los 
tanques de petróleo en José Ignacio y cuando se lo saca para procesarlo, en forma ficticia, en ese 
momento entendemos que está introducido al territorio nacional y es cuando ocurre el hecho de la 
nacionalización de la mercadería que, en este caso, es el combustible. Esa es, más o menos, la 
situación. El problema es que se ha sacado y no se ha cumplido con los trámites, si es que entendí 
bien. Quiere decir que se ha movilizado esa mercadería sin cumplir los trámites correspondientes, los 
que son regularizados más tarde. ¿Eso es así? 


SEÑOR CANON.- Tengo que volver a citar lo dicho tanto por el señor senador Delgado como por el 
señor senador Bordaberry. El señor senador Delgado habló de infracción y, por mi parte, desmiento 
totalmente que hubiera existido algún tipo de infracción o delito aduanero estipulado en el código. El 
señor senador Delgado se refirió a un literal de las presunciones de contrabando, de inexistencia de la 
documentación pertinente. La documentación pertinente en la que se basa la Dirección Nacional de 
Aduanas para hacer este despacho simplificado es el Decreto n.” 173/2005 que incorpora una decisión 
del Consejo del Mercado Común del Mercosur y que en su artículo 57 dice: « La declaración 
simplificada podrá ser efectuada» y en su artículo 58 abunda en que la declaración simplificada podrá 
ser hecha, entre otros, «a través de la presentación de la declaración de llegada o salida de la 
mercadería lo cual se verificó en cada uno de los casos—, con los documentos de transporte y/o 
comerciales». Incluso, para abundar más, en el literal d) dice: «con la presentación de los documentos 
de transporte y/o comerciales», exclusivamente. Los manifiestos siempre existieron. Entonces, tengo 
que decir que estoy amparado no solo por eso, sino por el Código Aduanero —recientemente 


aprobado por este Parlamento—, que en su artículo 68 trata del despacho aduanero simplificado, que 
recoge estas recomendaciones del Mercosur, esta decisión del Mercosur, y el Decreto n.* 173. 
Enfáticamente desmiento que no hay ni contravención ni contrabando en este caso. Sí hay una 
regularización posterior y, efectivamente, se está regularizando; ustedes podrán decir que con mayor o 
menor éxito, con mayor o menor premura, pero la regularización que se ha hecho en dos casos fue a 
través del convenio de pago con el Ministerio de Economía y Finanzas y de un expediente interno de la 
Dirección Nacional de Aduanas, con el cual se está cumpliendo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay algo que no entiendo. Si se regulariza, significa que algo no estaba en la 
forma adecuada, no era regular. Entonces, nos gustaría que nos definiera qué fue eso irregular que se 
regularizó; porque si estaba bien, no se iba a regularizar. 


SEÑOR CANON.- Justamente, el despacho aduanero simplificado, en primer lugar, está resguardado 
jurídicamente por lo que acabo de decir. La Aduana toma cuenta de la importación a través del 
manifiesto de carga y luego regulariza; esta regularización podrá producirse en veinticuatro horas, 
quince días, cuatro años, pero esa es otra historia. Regularización significa que hay algo que es 
irregular —efectivamente, tiene usted razón—- y que luego se regulariza. Pero esto no habla ni de 
infracción ni de un acto delictivo, sino simplemente de una regularización. 


(Dialogados). 


SEÑOR DELGADO.- Creo que ahora sí nos empezamos a entender. Pienso que hay decisiones que 
tienen que ver con algún tipo de infracción, y depende de la Aduana decidirlas, y hay determinadas 
tipificaciones que no dependen de la Aduana decidirlas, que pueden tener determinadas presunciones 
y, obviamente, se definen en otros ámbitos. Pero por lo menos estamos de acuerdo con que se trata de 
una situación irregular y que se regulariza. Quiero contarle dos cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, creo que el contador Canon explicó el procedimiento e intentó 
fundamentar que no había infracción aduanera ni contrabando. Eso fue lo que sostuvo en base a la 
explicación que daba, y creo que ahora el senador Delgado iba a presentar alguna otra cosa. 


SEÑOR MIERES.- Debe quedar claro que una cosa es lo que decimos nosotros, y otra lo que dice el 
director de Aduanas, y lo que importa es lo que dice el director de Aduanas. Concretamente, el senador 
Delgado estaba afirmando que si hubo un proceso de regularización es porque había una situación 
irregular, porque existía una situación de irregularidad en esos casos. Lo importante es lo que diga el 
contador Canon. Entonces, la pregunta es: ¿efectivamente hubo una situación irregular? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puedo complementar la pregunta para ver si terminamos de clarificar esto. 
Parto de la base de que no soy un experto en el tema ni mucho menos; por suerte tampoco soy 
abogado ni aduanero. 


(Hilaridad). 


—Por lo que entendí de la explicación, hay un procedimiento simplificado en el cual estaría 
amparado Ancap, que claramente no es el procedimiento habitual, pero está previsto por el Código 
Aduanero y no inhabilita. Además, ampararse en ese procedimiento simplificado después no debe 
implicar regularizar y hacer el trámite habitual que cualquier otro importador tenga que realizar, para no 
Caer en una especie de trampa semántica de decir que hay un hecho irregular que después se 
regulariza. Me parece que esa es un poco la voluntad. Eso fue lo que comprendí. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Según el diccionario de la Real Academia Española —en su versión 
XXIll-, la primera acepción de la palabra «regularizar» es regular, ajustar o poner en orden. Me parece 
que no es correcto utilizar este término al infraccional aduanero, aparte de que no es lo que dice el 
Código Aduanero del Uruguay. Voy a hablar de algunos casos sobre la actividad de regularizar a nivel 
de la Aduana. Por ejemplo, cuando trabajaba en la Ciudad Vieja venía a la Asociación Rural del 
Uruguay y exportaba ganado de pedigree de diversas razas con los cabañeros más importantes del 
Uruguay, rumbo a Palermo. ¿Cómo salía esa exportación? Bajo expediente aduanero. ¿Qué pasaba 


después si algún ganadero o cabañero vendía su ganado en el remate de Palermo? Regresaban 
muchos ejemplares finos, para reproducción de la cabaña uruguaya, y los que habían quedado se 
vendían. Pero ¿qué sucedía en el Banco de la República? Se regularizaba, se ponía en orden. 
Entonces, se hacía una solicitud de embarque, citando el expediente tal cual salía para poder 
regularizarlo, y eso no significaba que el infraccional aduanero había sido violado. 


Es bueno recordar que antes de que existiera el Código Aduanero del Uruguay se elaboraba 
el Documento Único de Importación (DUI), que fue aplicado durante el Gobierno que comenzó en 
1990. Precisamente en el régimen de importaciones había un expediente que era la denuncia de 
importación, otro que era una especie de despacho de importación, y a posteriori venía lo que los 
corredores y despachantes de aduana de la Ciudad Vieja llamaban la regulata, algo que llegaba al 
tiempo y pico. El señor director, que tiene experiencia aduanera, me podrá corregir; ¡si habremos 
corrido regulatas en la Ciudad Vieja! 


Por tanto, la palabra regularización, tanto en el ambiente bancario como en el aduanero, no 
implica que haya una infracción; eso es lo que quiero trasmitir. Estoy dando estos ejemplos para que 
los colegas entiendan un poco más la situación y no estemos obsesivamente categorizando esto como 
una infracción. 


Entiendo de punta a punta el documento que ha elevado el director nacional de Aduanas —se 
lo agradezco-— y advierto que para mí no tiene ninguna irregularidad. 


SEÑOR DELGADO.- No tengo la experiencia aduanera que posee el señor senador Martínez Huelmo; 
supongo que en el caso de la exposición de Palermo que mencionó habría unos quince días como 
máximo para regularizar. Pero acá estamos hablando de un período de cuatro años. 


(Dialogados). 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- Me refiero a la terminología y no al ejemplo que di, que solo fue eso, 
un ejemplo que se podría enriquecer con otros aportes. O sea, solo estaba aludiendo al sentido que se 
le da en la Aduana al término regularizar. 


SEÑOR DELGADO.- En otra oportunidad comenté en comisión que en un sobre me llegaron algunas 
hojas de un expediente aduanero y a partir de ese momento comenzamos a averiguar. Lo que hicimos 
fue traer el tema a la comisión y plantear nuestras dudas frente a una situación que nos pareció 
absolutamente extraña. Ni más ni menos; es una situación totalmente extraña y que llama mucho la 
atención porque estamos hablando de la regularización de algo irregular, pero cuatro años después. 


Tengo aquí una nota dirigida a la encargada del Departamento de Técnica —aclaro que voy a 
omitir los nombres porque me parece que es bueno-, de iniciales EF. Esta nota del 25 de mayo dice lo 
siguiente: «Por la presente informo que con fecha 26 de marzo de 2015 este Departamento observó 
con una observación tipo “F” (rechazo de factura o documento comercial) el DUA 032147/2015 
presentado a despacho por la Administración Nacional de Combustibles Alcohol y Pórtland. La 
observación se debió a que llamó la atención que se incluyeran facturas de importación fechadas en el 
año 2011 en un DUA del 2015». Esto no lo está diciendo el señor senador Delgado sino que es parte 
de un expediente de la Aduana. Continúa: «El día 27 de marzo la funcionaria de Ancap Claudia C. 
responde la observación a través de un mail que se adjunta. En este estado, dado el tiempo 
transcurrido, elevo el presente a la espera de instrucciones sobre el procedimiento a seguir». También 
tengo aquí el correo electrónico de Claudia C. de Ancap, dirigida al señor Jorge A. que dice: Estimado, 
con respecto a la observación en el DUA del asunto, la fecha de las facturas son correctas, setiembre 
del 2011. Este correo electrónico tiene el logo de Ancap y es institucional. Continúa diciendo: Esto se 
debe a que Ancap se encuentra regularizando importaciones de años anteriores. Y dice más: Sobre 
este tema están en conocimiento las autoridades de Ancap y también de la Dirección Nacional de 
Aduana. En su momento hubo una reunión entre ambas en la cual se llegó un acuerdo para regularizar 
las importaciones que estaban atrasadas. Mi jefa, a quien pongo en copia, asistió a dicha reunión, en la 
cual también se encontraban..., y pone el nombre de varias personas. Termina diciendo: Me pongo a 
disposición si necesitara alguna información extra. Esto lo pasan al Área de Gestión de Comercio 


Exterior y hay una nota manuscrita que muestro en este momento, de la Dirección Nacional de 
Aduanas, Gestión de Comercio Exterior, del contador Mañes en la que dice: Área de Gestión de 
Comercio Exterior, Montevideo 27 de mayo. En relación a la solicitud presentada por la División 
Fiscalización, corresponde informar que efectivamente como se desprende del mail de Ancap, esta 
empresa está procediendo a regularizar importaciones de años anteriores de productos derivados del 
petróleo, como consecuencia de una serie de circunstancias que fueran puestas a consideración de la 
dirección nacional oportunamente. Por lo tanto, de no mediar otro tipo de observaciones, corresponde 
dar trámite normal a las mismas. El siguiente correo electrónico señala: Conforme con lo informado por 
la gerencia del Área de Gestión del Comercio Exterior, corresponde remitir devolución a la División 
Fiscalización, y sigue el expediente. Aquí se adjuntan, porque obviamente hacía referencia a un DUA, 
varias facturas que tengo en mi poder. En este caso son de propano y de butano, una por USD 
1:397.000 y otra por USD 1:514.000, que descarga en La Teja y no en la boya porque no es petróleo. 
Viene de Trinidad y Tobago y la fecha de la factura es del 12 de abril de 2011. Tengo copias certificadas 
de ellas y el pago se hizo el 12 de mayo de 2011. Luego, en otro DUA hay una situación parecida 
pero esta vez se trata de propano que viene de Brasil por un monto de USD 1:590.000, con un pago en 
las mismas condiciones y que se deposita en La Teja. Eso es parte de lo que se está regularizando en 
este documento a que hacíamos referencia. Pero no es la única situación. Reitero: hablamos de más 
de cuatro años. Esto, no solo no tenía el documento aduanero, sino que, además, no pagaron las 
tasas, el IVA ni el anticipo de IVA correspondientes; lo pagaron en 2015 cuando se efectúa el DUA. Sé 
que hay un trámite facilitado, pero me parece que las facilidades son grandes: ¿cuatro años? La 
verdad es que nos llenó de curiosidad, por eso hicimos esta convocatoria, tengo que ser honesto. 


Entonces, la primera pregunta es si el señor Canon estaba en conocimiento de este 
expediente y de algún otro. 


El motivo de la segunda pregunta tiene que ver con información sobre importación de crudo. 
Pasamos al petróleo, al que no se le aplica IVA, sí algunas tasas. Acá no tiene IVA, pero se da la 
situación —repito- de que se paga cuatro años después y ni siquiera los anticipos; como dije antes, se 
le aplica algunas tasas, pero rige la obligación de hacer los documentos de importación. En este caso, 
se trata de un expediente de petróleo que viene de Yemen, por un monto de USD 108:000.000, que se 
cargó el 11 de abril de 2013 y cuya regularización se hace en junio de 2014. 


Tengo otros informes que después dejaré en la comisión. Estuvimos analizando las 
regularizaciones de embarque de petróleo que se están haciendo; la mayoría son de 2013, 2014 y 
2015. Nos encontramos con que en la declaración de aduanas de todos los embarques de petróleo — 
reitero que no hay IVA, sino alguna tasa— aparecen plazos de 390 y 350 días. Uno de esos 
expedientes, del 12 de junio de 2013, se regularizó el 17 de junio de 2015, esto es, 690 días después, 
por un importe de USD 101:000.000. Siguen datos por 192, 77, 99 —este estaría dentro de lo 
razonable—, 150, 122, 152 y después aparece, con fecha del 5 de noviembre de 2014, proveniente de 
Nigeria, un embarque de petróleo por un monto de USD 78:000.000 que todavía está pendiente de 
regularización. 


Más allá de todo lo que se pueda opinar, estamos ante una situación a todas luces irregular. 
Posteriormente discutiremos si hay infracción, porque antes debemos analizar el hecho generador del 
tributo que es la tramitación correspondiente con los derechos de importación. El hecho generador del 
pago de tributos es justamente el ingreso al territorio. ¿Estamos de acuerdo? 


SEÑOR CANON.- Así es. 


SEÑOR DELGADO.- En este caso, estamos hablando del ingreso de combustible, que no está 
radicado en ningún depósito, sino que se utilizó. Como es obvio, lo primero que quisimos constatar es 
que no estuviera estoqueado en un depósito fiscal y hubiera sido importado ahora. Podía ser y como 
tenemos que ser serios, investigamos y no era así en el caso del propano, del butano ni del petróleo. 
Esto significa que se tendría que haber pagado el tributo cuando se importó, pero no se pagó sino que 
se efectiviza cuatro años después. 


Resumiendo, la primera pregunta refería a si el contador Canon tiene conocimiento de esta 
situación; la segunda, a si es correcta la información que he mencionado antes en relación con el 


atraso en las regularizaciones y la tercera está vinculada a la indemnidad. No soy abogado ni 
especialista en esta materia, pero he sido asesorado y he podido saber que con la entrada en vigencia 
del nuevo Código Aduanero se pierde la indemnidad. Ahora, la indemnidad es por sanciones e 
infracciones aduaneras, pero no quiere decir que la infracción no se haya cometido. Seguramente, ahí, 
vamos a entrar en una discusión sobre cómo se interpreta pero, además, no quiere decir que no haya 
otro tipo de consecuencias; una cosa es lo aduanero, otra lo penal, son totalmente diferentes. Se da 
una situación vinculada con la exigencia de una documentación al importar que no se dio, se facilitó un 
tiempo, pero en algunos casos termina regularizándose más de cuatro años después. Me imagino que 
la Aduana conocía esto. Pero, además, los tributos correspondientes que se debería haber aportado 
cuando se importó —porque el pago de tributos se hace cuando el producto ingresa al territorio—, se 
pagaron cuatro años después. No estamos hablando solamente del IVA, sino también del resto de las 
tasas. Obviamente que acá no hay aranceles. Estamos ante una situación que nos llamó 
poderosamente la atención. Empezamos a ver facturas, algunas de un año, otras de 690 días, otras 
todavía pendientes y había casos de más de cuatro años. Reitero, nos llamó mucho la atención y es el 
motivo principal de la convocatoria. Obviamente que esto lo solicitó Ancap y así está establecido en el 
expediente. Quizás sea una situación que se dio a nivel de los mandos medios de la Aduana, que 
contó con el aval del propio director nacional de Aduanas, y es por eso que le preguntamos si tiene 
conocimiento de este expediente. 


SEÑOR CANON.- Tengo las tres preguntas anotadas y las voy a responder. 


Previamente, haciendo un poco de memoria, me ayudó a recordar mi época de bancario 
cuando firmaba regulatas en el ex Banco Pan de Azúcar, que eran unos papelitos finitos. Eso se 
conocía, reitero, como regulatas, en términos de regularización. Más allá de eso —que viene al caso por 
el término—, también me trajo a la memoria que mucho más frecuentemente de lo que desearía, debo 
firmar libramiento de mercadería a regularizar y eso está dentro de las potestades que tengo. Por 
ejemplo, ha sucedido con la feria de las naciones, los parques eólicos, muestras de teatro, de arte, 
etcétera, que vienen con alguna deficiencia en la documentación. De manera que regularizar es una 
situación que no es habitual y, cuanto menos lo sea, mejor, porque eso quiere decir que las cosas se 
hacen como se deben, pero sucede y en este caso en particular, ocurre. Sucede y sucedió, a pesar de 
que a usted no le conste. 


SEÑOR DELGADO.- No dije eso. No me sirven las excusas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión con respecto a esto. Convengamos que esta 
comisión investigadora va de 2000 a 2015 y los ejemplos que citó el contador Canon están dentro de 
este período. Por lo tanto, es pertinente la información que aporta a la comisión. 


SEÑOR DELGADO.- Cuando hablé de las excusas quise decir que si algo se hace mal no es un 
justificativo para seguirlo haciendo de esa forma. A eso me refiero, pero no estoy hablando de plazos ni 
de fechas. 


SEÑOR CANON.- Justamente, a cuento de esta última intervención del señor senador Delgado fue 
esta Administración y la anterior la que empezó a regularizar estas actuaciones de parte de Ancap y de 
tantos otros que venían del pasado. Aunque no los voy a citar aquí, tengo otros antecedentes de esto. 


Ahora vamos a contestar las preguntas que se me formuló. El señor senador me preguntó si 
estaba en conocimiento de este expediente y de todas las actuaciones. Efectivamente estaba en 
absoluto conocimiento. El expediente es del 25 de mayo de 2015 y luego tiene anexos del 27 y 28 de 
mayo. En julio de 2015 firmo el expediente electrónico que pretende regularizar la situación, dando un 
plazo de 90 días para regularizar las importaciones que Ancap no había regularizado. Ese fue el 
esfuerzo. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Las atrasadas y las nuevas? 


SEÑOR CANON.- Todas las que estuvieran pendientes de regularizar. 


La pregunta del señor senador refiere al atraso y menciona facturas de 2013 con 
regularización en 2014 y otras de 690 días, cuatro años, etcétera. Debo decir que también estoy en 
conocimiento de eso. 


SEÑOR DELGADO.- No le estoy achacando a usted eso. 


SEÑOR CANON.- No, pero me quiero hacer responsable de lo que me toca. Estoy tan en conocimiento 
que estoy tratando de regularizar. Hice todos los esfuerzos, como también mi antecesor, el capitán 
Salvo. Las actuaciones que llevaron al convenio entre el Ministerio de Economía y Finanzas y Ancap 
fueron iniciadas por el capitán Salvo. Obviamente, no es lo que desearía porque quisiera que mañana 
Ancap se pusiera al día y regularizara todas las importaciones, pero eso no está en mis manos y desde 
el momento que entiendo que no hay una infracción aduanera, ni un delito, no voy a proceder a hacer 
nada que violente esa convicción. 


Por otra parte, el senador habla de la indemnidad. Con todo respeto, debo decir que la 
indemnidad parte de la base de lo que está en discusión: entiendo que no hay infracción, pero usted sí. 
Por tanto, no voy a accionar nada, no estoy haciendo valer la indemnidad de Ancap para disculparla 
por infracciones. 


SEÑOR DELGADO.- Voy a aprovechar para hacerle dos preguntas adicionales respecto de esto. 
Pregunté si la pérdida de la indemnidad corría a partir de fines de marzo de este año, en función de la 
vigencia del nuevo Código y si es sobre las sanciones o si la indemnidad también abarca las 
infracciones, que no es lo mismo. 


La segunda pregunta tiene que ver con esto. Usted hizo referencia a que en muchos casos 
había ejemplos —y mencionó algunos— de que estaba en trámite la regularización o que se le pedía 
regularizar después. En este caso, ¿Ancap presentó a la Dirección Nacional de Aduanas algún tipo de 
documentación solicitando la regularización posterior de determinadas importaciones de petróleo, 
propano o butano? 


La tercera pregunta es la siguiente. Empecé valorando la última hoja del memorándum que 
se leyó, que hablaba de una serie de medidas para encauzar o regularizar —póngale el término que 
quiera— algunas situaciones que se daban y le pregunté si a partir del 15 de junio usted daba 90 días 
para regularizar lo viejo y lo nuevo. Creí entender que a partir de ahora se daba determinado plazo y lo 
viejo iba para atrás. Desde ya le adelanto que hay algunos embarques de 2014 que están pendientes y 
fuera de los 90 días. 


SEÑOR CANON.- Para responder la pregunta sobre indemnidad pido autorización para que haga uso 
de la palabra la doctora Brizuela que es corredactora del Código Aduanero. 


SEÑORA BRIZUELA.- En realidad lo que establece el Código Aduanero es la responsabilidad de los 
entes industriales y comerciales en materia de infracciones aduaneras, pero si no hay infracción, 
obviamente, no puede haber una sanción. Anteriormente en materia de infracciones de los entes 
estaba la Ley n.” 13318, la Ley n.* 14662 y, por último, la Ley n.* 17930 a que se refirió el señor 
senador Bordaberry. Por lo tanto, a partir de la Ley n.* 17930 del año 2005 se establece que los 
organismos comprendidos en el artículo 451 de la Ley n.” 15903, cuando sean multados por la 
comisión de infracciones aduaneras, las multas van a Rentas Generales. Entonces, ¿qué es lo que 
debemos deducir? Que se hagan responsables por las infracciones aduaneras. También puede haber 
otra interpretación jurídica, en el sentido de que existía el Decreto-Ley n.” 14662 que establecía que 
estaban exentos de responsabilidad. Por eso el contador Canon expresó que por una forma oblicua o 
indirecta podría entenderse que se restableció esa responsabilidad en materia de infracciones 
aduaneras. Sin embargo, también puede caber la otra teoría jurídica en el sentido de que no es claro el 
artículo. ¿Qué multas van a Rentas Generales y por qué concepto, si yo tengo una ley del año 1977 
que dice que está exento de responsabilidad en materia de infracciones? Lo dejo planteado. 


Sí es claro que a partir del 1.2 de marzo está vigente el Código. El Parlamento lo aprobó en 
setiembre de 2014, se tenía un plazo de 180 días, por lo tanto, entró a regir el 1. de marzo de este 


año. Y hay un artículo específico donde se establece que los entes comerciales e industriales son 
pasibles de ser responsables de infracciones aduaneras. 


No sé si quedó claro. Hay diferencias temporales en cuanto a la legislación vigente en cada 
caso. 


SEÑOR DELGADO.- Quedó muy claro. Muchas gracias. 


SEÑOR CANON.- Si mal no recuerdo, la segunda pregunta refería a las regularizaciones. Habló de 
propano y butano y quería saber si yo si estaba en conocimiento de que había regularizaciones 
pendientes. 


SEÑOR DELGADO.- Hablé de una resolución que mencionó acá, en cuanto que a partir del 15 de 
junio dan 90 días para regularizaciones anteriores; me imagino que tendrá que ver con embarques 
posteriores a esa fecha. Se dan 90 días para regularizar; de lo contrario, se tomarán las medidas del 
caso. Todavía hay embarques de petróleo que están pendientes de regularización; como ejemplo, 
mencioné uno de Nigeria del año 2014. ¿Está en conocimiento de esto? Y quisiera saber si está en 
conocimiento también de algún otro embarque que esté pendiente. Vi el listado de embarques de 
petróleo; quizás haya de otros insumos. 


SEÑOR CANON.- Efectivamente, en el propio expediente figura un correo electrónico de una 
funcionaria de Ancap que dice que hubo conversaciones sobre el tema y, luego, quien es el gerente de 
comercio exterior, refrendó todo esto. El expediente in totum está en mi conocimiento. De manera que 
Ancap sí se presentó. Quedó por escrito lo que dijo la funcionaria de Ancap, esto es, que efectivamente 
se debía regularizar, por circunstancias diversas. 


SEÑOR DELGADO.- Vuelvo a la pregunta anterior. Usted hizo referencia a que en el caso de algunas 
regularizaciones posteriores se dejó constancia y dio ejemplos —no recuerdo exactamente cuáles— de 
algunas actividades privadas. Por eso pregunté si en los casos que mencioné de 2011 y 2013, en que 
se trata de facturas de propano y butano que, reitero, tienen IVA y otras tasas, Ancap comunicó la 
importación formalmente. ¿Hay algún expediente formal donde Ancap diga que va a regularizar 
posteriormente, que va hacer el DUA correspondiente? ¿Hay algún expediente formal de Ancap al 
respecto? 


SEÑOR CANON.- No hay un expediente por cada una de las de las importaciones que luego se hacen 
por el procedimiento simplificado y que después se van a regularizar. Hay un expediente genérico que 
es el mismo al que usted hace referencia. 


SEÑOR DELGADO.- Esto es posterior, no es de ahora. 
SEÑOR CANON.- Es de mayo de 2015. Hay un expediente genérico. 


SEÑOR DELGADO.- Si bien creo que ya me contestó, quiero saber si en 2011, 2013 o 2014 hubo 
alguna comunicación como la que mencionó en algunos de los ejemplos que puso cuando dijo: miren 
que vamos a regularizar en determinado plazo. La pregunta concreta es: ¿Hubo alguna comunicación 
formal por parte de Ancap? 


SEÑOR CANON.- Me gustaría que el contador Borgiani contestara esa pregunta. 


SEÑOR BORGIANI.- Tenemos un manual de procedimientos de declaraciones, por lo tanto están 
previstos los procedimientos a seguir cuando la mercadería ingresa a un depósito fiscal para que la 
Aduana acepte esa declaración. Eso se cumplió en todos los embarques de Ancap. Cada una de las 
cargas se manifestó en el ingreso al depósito. Por lo tanto, eso fue puesto en conocimiento de la 
Aduana y se siguió con el procedimiento definido por la administración al respecto. 


El expediente que tiene el senador Delgado y que hace referencia a esa importación de 
propano y butano, especificamente, pasó por el control de mis funcionarios. Tenemos bastantes 
conocimientos aduaneros —con los que no cuenta el senador Delgado— y evaluamos la posibilidad de 
que existiera alguna situación irregular. Entendimos que el procedimiento que se había desarrollado en 
ese DUA estaba dentro de un plan, cumpliendo una declaración provisoria que se había hecho. El 
funcionario que intervino como funcionario público tuvo la obligación —o yo mismo como director de 
fiscalización— de denunciar una irregularidad —como dice el senador Delgado- en caso de que 
existiera. Pero no es así; no hay ninguna irregularidad. 


Quizás por la experiencia que tengo en el juzgado de Aduana, es muy sencillo decir que hay 
una infracción aduanera. En mi mente, tal vez la hay, pero la Aduana no puede determinar la existencia 
de una infracción; eso debe hacerlo el juzgado competente o el juzgado penal. 


SEÑOR DELGADO.- Coincido totalmente con usted. 


SEÑOR BORGIAN!.- Quiero hacer esa aclaración porque se habla de situaciones irregulares en una 
actuación que yo supervisé. Independientemente de la visión que cada uno tenga, creo que no se tiene 
claro que hubo una declaración. Podemos entender que hubo atrasos en la regularización, que quizás 
no hubo un control estricto de los plazos —que ahora sí se está haciendo—, pero irregularidad en un 
expediente que yo firmé —lo digo con todo respeto—, no hay. No me gusta que lo digan y, con todo 
respeto, estoy dispuesto a discutir donde sea, que no hay irregularidad. 


SEÑOR CANON.- Olvidé mencionar que el contador Borgiani es director de la Dirección de 
Fiscalización, con mucha experiencia aduanera. 


Con respecto a la segunda pregunta del senador Delgado, me consta que hay importaciones 
de Ancap anteriores a 2015 que aún no están regularizadas. Justamente, ese es el esfuerzo que 
estamos haciendo a partir de este año. No tengo un listado de cuántas son exactamente porque, 
además, eso lleva un enorme trabajo al que estamos abocados, no solo para fiscalizar sino también 
para trabajar desde el área de la tecnología de la información para que este control se informatice y 
deje de ser manual. 


SEÑOR DELGADO.- El contador hizo referencia al tema del expediente. Quiero aclarar que yo jamás 
puse nombre, sino que quise preservarlos. Si se revisa la versión taquigráfica, verán que en lugar de 
los nombres puse iniciales. Me parece que en este tema hay que ser muy cauto. Es más, creo que ni 
siquiera mencioné el nombre del contador. Quiero dejar eso claro: no lo mencioné y puse solo iniciales. 
Pido que después revise la versión. 


En segundo lugar, obviamente tenemos interpretaciones diferentes, usted con conocimiento 
aduanero, pero coincidimos en que, en definitiva, quien resuelve es otro organismo. Es en otra 
instancia —no es usted ni yo— en donde se resuelve esto, con dos consideraciones: una, obviamente, 
es el tema del plazo —en lo personal, me llamó mucho la atención— de cuatro años y pico, y dos, que en 
el caso de propano y butano hay tributos que se deberían haber pagado hace más de cuatro años y se 
están pagando recién ahora. 


SEÑOR MIERES.- Surgen algunas preguntas a partir de las respuestas que se van dando. 


Primero; asumo entonces que no existen en la reglamentación —ya no en la normativa legal— 
de funcionamiento de la Aduana plazos máximos para estas regularizaciones. Es decir, no están 
previstos genéricamente plazos para regularizar estos procedimientos que cuentan con un documento 
aduanero simplificado, teniendo en cuenta que estamos hablando de casos que tienen varios años. 


Segundo; se nos dice que hubo una definición de parte del director de Aduanas de establecer 
un plazo perentorio de noventa días a Ancap para regularizar las operaciones. La pregunta es qué 
efecto tiene el incumplimiento del plazo sobre Ancap, teniendo en cuenta que cuando uno establece un 
plazo perentorio es porque hay un punto final. 


Tercero; habida cuenta de que esta decisión se tomó en julio, aunque hubiera sido el último 
día del mes, ya están vencidos los noventa días. Entonces, ¿qué efecto tiene eso sobre Ancap? Es 
decir, Ancap es requerida para regularizar sus operaciones en noventa días; se vencieron los noventa 
días y no se puso al día como acaba de mencionar el director de Aduanas, todavía tiene pendientes 
trámites sin regularizar. ¿Cuáles son los efectos que eso genera desde el punto de vista jurídico, desde 
el punto de vista de la Administración? ¿Podríamos tener un listado de cuáles son las importaciones sin 
regularizar? Si existen documentos aduaneros simplificados en todos los casos, Aduanas tiene cómo 
decirnos cuáles están, cuántos y cuáles están faltando regularizar a la fecha. Eso por un lado. 


En determinado momento, en función de los datos que están publicados en Aduanas sobre 
importación de crudo y los que nos dio Ancap sobre dicha importación, hicimos el cotejo y no da igual. 
Hay una diferencia de unos USD 160:000.000 en el período 2000-2015. Entonces, ¿es esto? ¿La 
diferencia se explica porque las importaciones de crudo —que solamente tienen documento aduanero 
simplificado— no están en los listados que publica Aduanas o la razón es otra y, en ese caso, cuál es? 


Decía el director de Aduanas que resulta difícil certificar las importaciones de crudo porque, 
obviamente, vienen en tanques. Sin embargo, Ancap tiene contratada una empresa, o varias, que 
certifican los desembarques, es decir, el volcado del crudo en la boya de José Ignacio por ejemplo o, 
en el caso del gasoil, en la planta de gasoil. ¿Aduanas tiene acceso a esa certificación? O sea, 
¿conoce y recibe los resultados de las certificaciones que establece Ancap para controlar el vertido? 


Finalmente, no tenemos el expediente n.* 16.621/15. De ser posible, sería bueno que nos lo 
hicieran llegar. 


SEÑOR CANON.- El señor senador Mieres preguntó sobre los plazos máximos y, efectivamente, no 
existen. De repente no fui claro, pero en relación con su segunda pregunta, el literal A) en la carilla 
cinco del material del que los señores senadores tienen fotocopia se dice que a su vez, respecto de las 
importaciones que Ancap realiza a partir de julio de 2015, se estableció un procedimiento de entrega 
que da un plazo perentorio de 90 días a Ancap para regularizar las operaciones. Y el literal B) dice que 
Ancap ha utilizado dicho procedimiento y que no registra ningún incumplimiento. Lo que ese 
expediente y esa resolución no comprenden son las exportaciones anteriores. Me consta que hay 
atrasos, pero sé no cuántos. 


En lo que respecta a las razones de la diferencia y a si la DNA tiene acceso a certificaciones 
privadas de las que Ancap dispone, pido al señor presidente que autorice al contador Borgiani a 
responder. 


SEÑOR BORGIANI.- No tenemos acceso a los datos que Ancap les proporcionó. Entiendo que se 
debe tomar en cuenta cómo se analizó la información porque si, como estuvimos viendo en la prensa, 
se toma la cotización promedio del barril de petróleo y se importa por los... 


SEÑOR MIERES.- ¿Me permite? Este no es un tema de a cuánto compró Ancap sino de lo que pagó — 
independientemente de que lo haya hecho bien o mal- por la compra de crudo y de lo que en la 
Aduana está registrado por el mismo concepto. O sea que no es un problema del valor del crudo, sino 
que no nos coinciden los dos registros. 


SEÑOR BORGIANI.- Por mi parte, puedo informar sobre los registros que lleva la Aduana. La Aduana 
registra los valores en el momento en que los pagó. Sí se han dado casos en que figuran 
importaciones del año 2013 en el 2015 y con valores de la fecha de la transacción, que es 2013. No 
son comparables los datos porque la Aduana registra las transacciones que pasaron por el sistema. 


SEÑOR MIERES.- ¿Puede ocurrir que esta diferencia sea motivada por este problema que estamos 
teniendo? 


SEÑOR BORGIANI.- Como contador, para conciliar una diferencia tengo que saber cuál es la 
diferencia. Lo que le puedo decir es cuáles fueron las compras o los pagos que hizo Ancap. No sé si 
son las compras a futuro y qué período abarcan. Tengo que validar la información de Aduanas que 


consiste en las importaciones que pasaron por el sistema Lucía —todos los ingresos que la Aduana 
registró—-, y que quizá comprenda partidas de distintos años en un mismo año, por lo cual no son 
comparables. 


SEÑOR MIERES.- Le había preguntado si era posible tener un listado. 


SEÑOR BORGIAN!.- Yo estoy en la parte de fiscalización. ¿Qué es lo que verificamos cuando se 
regulariza? Cuando se hace la declaración simplificada —que es otra de las cosas que debemos tomar 
en cuenta— se habla de cantidades y de precios estimados, porque muchas veces la documentación 
definitiva no está. Entonces la Aduana controla lo que efectivamente se despachó y los valores de la 
transacción comercial. La Aduana sí conoce esos documentos o esos controles. 


SEÑOR MIERES.- Les queremos pedir si pueden hacernos llegar el expediente y la lista de 
importaciones pendientes de regularización. 


SEÑOR CANON.- El expediente lo tengo aquí y lo entrego a la comisión. 


El listado al que me referí en mi exposición data de varios años durante los cuales se hizo un 
control. Increíblemente todavía está en formato manual; aún no se ha informatizado pero, en la medida 
en que dispongamos de tal información, con gusto se la haremos llegar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Les agradecemos mucho porque obviamente estamos aprendiendo de una 
materia que es complicada. 


Pido disculpas por la formulación de tantas preguntas, pero sucede que me surgen dudas y 
creo que es bueno que las evacúen. 


Me gustaría saber dónde está establecido el procedimiento simplificado para las 
importaciones de Ancap. He buscado en las normas y la verdad es que he visto procedimientos 
simplificados pactados en el Mercosur, pero ninguna que especificamente establezca cuál es ese 
procedimiento. Supongo que estará en un decreto o en una ley. 


En el informe que se nos entregó se dice que ese procedimiento simplificado está basado en 
el Decreto 173/2005, que incorpora la Decisión 50/04 del Consejo Mercado Común. O sea que hay un 
decreto de 2005 que establece el procedimiento simplificado. Sin embargo, unas líneas más arriba dice 
que se aplica desde el año 1999. Me pregunto cómo vamos a aplicar un procedimiento simplificado de 
1999 si está fundado en una norma de 2005. Esa es mi duda. 


Luego se expresa que está fundamentado también en la Ley n.* 19276 del año 2014. 


Podría entender que dijera que este procedimiento simplificado, que ya existía, fue ratificado 
por la Ley n.* 19276 y este último, por el Decreto 173/2005, pero no que un procedimiento que viene de 
1999 se funde en un decreto de 2005 y en una ley de 2014. 


Me gustaría saber dónde está establecido ese procedimiento porque, la verdad es que no lo 
encuentro, salvo en normas del Mercosur. 


Por su parte, cuando voy a las definiciones contenidas en el Glosario de Términos Aduaneros 
—que nos ayuda a comprender un poquito más el tema—, encuentro que, por despacho simplificado, se 
entiende el «conjunto de actos del despacho que, por las características de las mercaderías o las 
circunstancias de hecho de la operación, permite el libramiento, limitándose las formalidades previas y 
el control de la aduana al mínimo necesario para asegurar el cumplimiento de las normas aduaneras 
comunitarias». 


Si me pueden ayudar diciéndome dónde está, podemos analizarlo. 


SEÑOR CANON.- Quiero hacer la siguiente precisión. Según las estadísticas, en 2003, 2004 y 2005 no 
hubo importaciones de Ancap; no se hizo absolutamente ninguna. El procedimiento era tan 
simplificado, que no existía. Eso fue lo que motivó el convenio que luego se estableció para regularizar 
importaciones que no fueron declaradas ni sobre las que existía manifiesto de carga que regularizara la 
información brindada a la Dirección Nacional de Aduanas; en fin, nada de lo que acontece hoy. 


Hecha esta precisión, quisiera que mis colaboradores expliquen qué aconteció antes de 
2005, en función de la consulta realizada por el señor senador relativa a un decreto de 2005 que 
habilita la aplicación de un procedimiento simplificado, que luego es refrendado por el Código 
Aduanero, etcétera. 


SEÑORA BRIZUELA.- Tal vez estamos usando algunos términos o conceptos que nosotros utilizamos 
habitualmente y hay que aclararlos. 


El contador Canon hizo referencia a la declaración aduanera simplificada, que ya estaba 
contemplada en el Decreto n.* 570/94 y este fue derogado por el Decreto n.* 173/2005. En realidad, es 
una norma aprobada por el Mercosur que fue incorporada a nuestro ordenamiento jurídico a través de 
este decreto. Por lo tanto, es legislación vigente y hay que aplicarla. 


Si leemos detenidamente el Decreto n.” 173/2005 y tratamos de comprender con exactitud 
los términos que utiliza, vemos que se refiere a la declaración de la mercadería. Basta con la 
presentación del documento de transporte, es decir, los manifiestos de carga, documento que contiene 
toda la declaración genérica de la mercadería que transporta. Por lo tanto, no precisamos otra norma 
posterior que establezca este procedimiento por una resolución interna de la Aduana, porque ya está 
dicho en esta norma. La declaración simplificada es, por ejemplo, el manifiesto de carga y el artículo 58 
plantea varias hipótesis. 


En cuanto a la cita del artículo 68, estamos diciendo que el Código Aduanero también refiere 
al despacho aduanero simplificado. Es decir, se reafirma lo que estaba regulado desde el año 1994 en 
cuanto a la declaración simplificada. No sé si fui clara en cuanto a la normativa aplicable y no recuerdo 
si la pregunta era más amplia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que de a poco vamos llegando. 


Tengo en mi poder el Decreto n.* 173/2005 y la norma del Mercosur relativa al despacho 
aduanero de mercaderías, que es la que regula porque se remite a la decisión 50/04 del Mercosur. La 
pregunta es si esa decisión fue reglamentada. ¿Por qué? Porque esa decisión dice lo que puede hacer 
cada autoridad aduanera de cada país. Por lo tanto, la autoridad aduanera del Uruguay puede aceptar 
una declaración aduanera de mercadería en forma simplificada. Ahora, esa declaración puede ser 
efectuada de diferentes formas —mediante un formulario, por un proceso informático, a través de la 
presentación de declaración de llegada de la mercadería, etcétera—, pero no establece los plazos 
posteriores para presentar las cosas ni los plazos para establecer la documentación. La cuestión es si 
pueden ser treinta días, sesenta días, cuatro años, cinco años o no está establecido. Si el plazo no 
estuviera establecido ni siquiera se aplicaría la Teoría de los actos propios. Ancap puede decir: «Mire, 
yo no tenía plazo». Mi duda se debe a que se plantean regularizaciones posteriores por cientos de 
millones de dólares y, obviamente, eso despierta el celo del contralor que debemos tener en el 
Parlamento. Eso es lo que hace que se nos generen dudas. ¿Ese plazo está establecido? ¿No debería 
establecerse ese plazo? ¿Fue acordado mano a mano con Ancap? Eso es lo que queremos saber. 


SEÑORA BRIZUELA.- Entiendo perfectamente lo que dice el señor senador. En realidad, para 
nosotros la declaración simplificada se realiza a través del manifiesto de carga, que es un documento. 
Ahora bien, lo que el señor senador pregunta concretamente es si, en relación con Ancap, hay algo por 
escrito que diga que esas declaraciones simplificadas, en el caso de las operaciones aduaneras 
anteriores a 2015, tenían un plazo para ser regularizadas. Lo cierto es que por escrito no hay nada. 
Incluso, me parece que corresponde que diga que el Código Aduanero, cuando se refiere a las 
formalidades o a la forma de presentación de la declaración aduanera, admite que la acción sea verbal, 
es decir, sin que haya ningún documento. En estos casos, estamos hablando de que la declaración 


simplificada para nosotros es el manifiesto de carga, que es un documento que electrónicamente se 
trasmite a la Aduana y del que esta tiene conocimiento. Pero de lo que al menos yo no tengo 
conocimiento y por eso no puedo afirmar que hubo o no hubo, es que exista algo por escrito o verbal 
con respecto a los plazos para regularizar esas declaraciones simplificadas en relación con las 
operaciones realizadas antes de 2015. No puedo afirmarlo ni negarlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Yo creo que hubo porque en el informe que se nos brindó, con respecto a las 
importaciones, a partir de julio de 2015 se establece un procedimiento de entrega que da un plazo 
perentorio de noventa días a Ancap para regularizar operaciones. 


SEÑORA BRIZUELA.- Pido disculpas, pero el señor senador está hablando precisamente de ese 
término temporal de julio hacia adelante, que es lo que el señor senador Delgado también le preguntó 
al señor director, en el sentido de si esa resolución que da un plazo de noventa días también se 
aplicaba para las importaciones anteriores. El señor senador Bordaberry preguntaba si había plazo 
para las regularizaciones anteriores a julio de 2015. En este expediente se dice expresamente que 
para las importaciones a partir de julio de 2015 se dará un plazo de noventa días. Creo que hay que 
diferenciar los dos períodos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Justamente a eso iba, porque tanto para los casos posteriores a julio de 
2015 como para los anteriores, uno —con formación jurídica kelseniana piramidal— pensaría que sería 
necesaria una norma —anterior a la resolución relativa a las importaciones posteriores a julio de 
2015- que, por lo menos, permitiera o exigiera al particular presentar la declaración en determinado 
plazo; de lo contrario, los noventa días parecen ser simplemente algo que se les ocurrió. De todos 
modos, me parece un plazo sensato y no lo estoy criticando, pero obviamente queríamos conocer la 
fuente jurídica de la resolución. ¿Por qué queremos conocerla? Porque si existe una fuente jurídica que 
establezca un plazo, obviamente hay una presunción de infracción aduanera, ya que en ese caso no se 
estaría cumpliendo la normativa documental. De todas formas, volviendo al procedimiento simplificado 
en este punto no terminamos de ponernos de acuerdo—, tanto el decreto y las resoluciones del 
Mercosur como las otras normas que se conocen, establecen que se debe cumplir con el 
procedimiento aduanero en el momento y también se generan las obligaciones en el momento. 
Después se puede diferir para regularizar alguna cosa, pero en el momento se genera la obligación de 
pagar las tasas y el IVA cuando corresponde. Quiero saber si concuerdan con esa interpretación, 
porque a partir de eso habrá que ver si no surge algo más. 


SEÑOR CANON.- Efectivamente, no hay norma en el ordenamiento jurídico ni ninguna disposición de 
la Aduana que limite en el tiempo el cumplimiento de las obligaciones de Ancap de julio de 2015 hacia 
atrás. Es un vacío jurídico en relación con los decretos citados de las declaraciones simplificadas. 
También hay un vacío jurídico porque aún no se reglamentó el artículo 68 del Código Aduanero, con 
respecto a cómo debe operar esa declaración simplificada: si tiene que haber una manifestación de 
parte o si tiene que haber un plazo. Todo eso está pendiente de legislarse, así como el decreto 
reglamentario del artículo 68 del Carou que debe proponer la Aduana. 


SEÑOR BORDABERRY.- La última pregunta refiere a mis expresiones, que veo que analizan con tanto 
cariño en su informe, y agradezco mucho que así lo hagan. Relato una anécdota sobre las dificultades 
que encierra esto. Creo que lo que citaba el señor senador Martínez Huelmo, en realidad, eran 
operaciones en admisión temporaria que después se nacionalizaban o exportaciones de ese tipo. 
Recuerdo mi época como ministro de Turismo. Había un famoso brasileño que hacía la fiesta del 
verano —no voy a decir su nombre; no sea cosa que se enoje-— y traía todos los elementos necesarios 
para dicha fiesta —en la Aduana lo recordarán porque fue un caso muy sonado- en admisión 
temporaria. Pero resulta que un año la Aduana le dijo que tenía que pagar el impuesto sobre el 
champán, porque también lo traía de afuera del país, pero respondió que no, que el champán estaba 
en admisión temporaria porque todos los invitados eran extranjeros y se lo llevaban puesto. 


(Hilaridad). 


—De esa forma intentó evadir las normas aduaneras. Pero parece que había invitado a 
muchos jerarcas que presenciaron y dijeron: «Acá está la teoría de los actos propios». Todos tomaron 
el champán y lo consintieron. 


Más allá de eso —y disculpe, señor presidente, el desvío—, nosotros hablamos siempre de 
supuestos y señalamos lo que nos llama la atención. Cuando comparamos la fecha del valor de la 
importación con el valor del barril de petróleo internacional, encontramos diferencias, que por ahí se 
asemejaban más a meses anteriores y lo mismo le pasó al senador Mieres. Entonces, dijimos: «Pero 
acá hay algo que no está bien». La posible explicación era que no se había hecho el trámite en tiempo 
o que nosotros estábamos tomando un valor que no era el adecuado. Aparentemente, la información 
que surge de la Aduana no es la del manifiesto, sino la de la regularización, y ahí volvemos a 
acercarnos al problema. Cuando regularizan, ponen el valor de la regularización y no el del manifiesto, 
pero como se importa con el manifiesto, quizás eso sea lo que a nosotros nos esté llevando a tener 
una equivocación. Estamos actuando como lo haría la Aduana ante cualquier otro ciudadano: ¿cuánto 
vale esto a tal fecha? Resulta que a mí me lo declararon a otro precio y, entonces, hay una 
contradicción. De repente pueden ayudarnos a aclarar esta variable en cuanto a cuál es el motivo de la 
diferencia que estamos encontrando nosotros. 


SEÑOR BORGIAN!.- Con respecto al valor de la mercadería, hay una norma internacional que el país 
adoptó, que es el Acuerdo sobre valoración de la OMC, que establece que el valor en la Aduana es el 
valor de la mercadería pagado o por pagar en el momento de la compra. En los manifiestos —en los 
que se hace una declaración simplificada— a veces no está ese valor pagado o por pagar y la Aduana 
tiene una cantidad estimativa. En el momento de la importación se da el precio pagado por pagar, 
respaldado con una factura, de acuerdo con la normativa vigente a la fecha en que se hizo la 
operación, que coincidimos en que puede ser distinta a la de numeración del despacho de importación. 
Sin embargo, no hay diferencia de valor entre lo que se declara a la Aduana en el momento del ingreso 
y cuando se efectúa la regularización; la única diferencia que puede haber es entre una declaración en 
base a un valor estimado que no sea el mismo que el valor efectivo, que es el de la factura. Entonces, 
las diferencias que se constatan es por considerar el valor del petróleo West Texas a hoy —fecha de 
numeración del despacho-— cuando Ancap hizo la compra dos años antes, tal como se dijo acá. En ese 
caso ese es el valor que pagó y el que marca la normativa que tiene que declarar. Por eso es la 
diferencia y por eso se hizo la referencia a que de los dos análisis uno estaba correcto, porque no tenía 
la información. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer la del estribo. 


En cuanto al IVA, quisiera saber si ustedes cruzan alguna información con la Dirección 
General Impositiva acerca del momento en que se paga el impuesto. 


SEÑOR BORGIANI.- No tenemos que cruzar ninguna información porque la liquidación se hace 
automáticamente mediante el sistema. Las tasas y exoneraciones en el sistema de la Aduana las 
maneja la Dirección General Impositiva mediante sus ingresos. Entonces, no tenemos que consultar 
absolutamente nada. 


La intención es aclarar la situación, y para ello quiero decir dos cosas desde mi formación de 
contador y fiscalizador, tanto o más que los señores senadores. 


Primero, el régimen simplificado que se aplica a Ancap no es para todas sus importaciones, 
porque también importa otras cosas que aunque no constituyen el mayor porcentaje, en esos casos en 
los cuales la Aduana tiene los elementos para exigirle la documentación y el pago, la Aduana lo hace. 


Segundo, por más que el señor senador Delgado diga que esto viene ocurriendo desde hace 
mucho tiempo, debo decir que no es tan así. Comencé a trabajar en la Dirección Nacional de Aduanas 
en el año 1982, pero hasta el año 2007, cuando se efectúa la reforma fiscal, se hacían expedientes; 
Ancap manejaba prácticamente todo por expedientes. 


Por supuesto que hay muchas cosas a mejorar como aduaneros, pero hemos dado 
bastantes pasos hacia adelante, y no es que porque antes algo se hacía mal seguiremos haciéndolo 
mal, hemos mejorado mucho. 


Entonces, el régimen de facilitación no es para todos los productos, sino solo para petróleo y 
derivados; no sé si tenían ese dato, pero así es que funciona. 


Quería trasmitirles mi visión personal como fiscalizador: sin duda, en estos tiempos estamos 
mucho mejor que mucho más atrás. 


SEÑOR SARAVIA.- El objeto de la comisión no es investigarlos a ustedes sino a Ancap, y entender 
algunos temas que, lógicamente, nos dejan dudas. 


Me gustaría hacer un análisis para despejar ciertas inquietudes que me quedan pendientes 
en base a algunos dichos que dejó entrever el director nacional de Aduanas —quizás yo no las haya 
entendido bien— o a alguna mención que hizo el contador encargado de la fiscalización. Acá nosotros 
constatamos una anomalía —por no decir una irregularidad— con respecto a la cual la Aduana entiende 
que no hay un delito o falta aduanera. Por lo tanto, la Aduana solicito que esta anomalía se normalizara 
en tiempo y forma. 


Lo cierto es que se importó cierta mercadería, una parte se compró hace cuatro años y la 
otra uno, y antes de que se hiciera todo el proceso de aduana, la misma ya estaba en la calle, se 
comercializó, se cobró y se hicieron impuestos que cobró la empresa que importó la mercadería. Esa 
es una realidad para cualquier ciudadano. Aclaro que estoy mirando esto desde el punto de vista de un 
ciudadano cualquiera porque no entiendo nada de aduanas y lo único que conozco es la frontera. El 
director lo sabe porque fuimos juntos a arreglar algunos líos. Así que no soy ni abogado ni aduanero 
pero conozco la frontera. 


Aquí hay una situación que se produce con un ente del Estado y quisiera saber si se ha dado 
algo similar —ustedes están exigiendo la normalización y Ancap lo está haciendo, incluso con cosas que 
vienen ya de cuatro años— con alguna otra empresa pública o privada. Cuando el director hizo su 
exposición, creo que entendí que hablaba sobre algo de esto. También me gustaría saber si es solo 
Ancap que genera esta excepción en este tema de la normalización de esta situación un tanto no 
regular. Todos sabemos que hay entes públicos como UTE o Antel que importan materiales y quisiera 
saber si se ha dado esta misma situación. En el caso de que esto haya sucedido, me interesa saber si 
la Aduana actuó de la misma manera, dando la posibilidad de normalizar la situación en un cierto 
tiempo, ya sea en noventa días, ciento ochenta días o lo que sea. Me pareció entender que no hay un 
plazo marcado para normalizar y que no es como la admisión temporaria que tiene determinado plazo. 


SEÑOR CANON.- Voy a referirme a una parte del planteo del señor senador Saravia porque tiene que 
ver con manifestaciones que he hecho y luego voy a pedir que el contador Borgiani complemente en 
relación con otras empresas. 


En mi exposición hablé de libramiento de mercadería a regularizar. Es una potestad que 
tengo como director nacional y mencioné algunos ejemplos que son fácilmente comprensibles. Puse el 
caso de una muestra de teatro o de una feria y falta algún documento. En este caso, autorizo el ingreso 
de la mercadería y luego se tiene que regularizar. También puede pasar en el caso de mercadería que 
entra por la frontera y está justificado que el declarante no estaba en conocimiento de que tenía que 
hacer determinada gestión. Ese sería el caso de libros, folletos, impresos, muestras, etcétera, que 
luego se pueden regularizar. Es a esto a lo que me referí y quizás no es exactamente igual al trámite 
que tienen que hacer las empresas, tanto públicas como privadas. 


En cuanto a los plazos, efectivamente es así como entendió el señor senador. No existe más 
que un acuerdo refrendado por un expediente. En este caso es una disposición de la Dirección 
Nacional de Aduana en relación con Ancap, para darle un plazo perentorio para regularizar las 
importaciones que no se regularizaron desde julio de 2015 en adelante, en un plazo de noventa días. 
Reitero que en las disposiciones internas de la Dirección Nacional de Aduana no existen plazos para la 
declaración simplificada y su regularización. 


SEÑOR BORGIAN!.- El señor senador preguntó acerca del pago de IVA de parte de Ancap y planteaba 
el supuesto de que en el momento de la importación dejó de pagarlo, pero cuando comercializó la 


mercadería en plaza, lo cobró. No soy integrante de la DGl y capaz que los señores senadores 
tendrían que analizarlo, pero pienso que Ancap no negrea sus ventas —por lo menos, no me consta— y 
que tendrían que estar todas documentadas. Nosotros partimos de esa premisa. Si Ancap factura sus 
ventas e incluye el IVA, lo que no paga en el momento de la importación lo debe pagar a fin de mes a 
la DGI, porque hubo ventas, tuvo ingresos. Si hubiera pagado algo a Aduana lo hubiera deducido de 
esas ventas y, por tanto, hubiera pagado menos en su liquidación. Más allá de que estamos hablando 
del IVA importación y de anticipos, en los hechos, no se puede saber cuánto más pagaría Ancap 
porque las ventas las tiene que declarar y el IVA ventas lo debe pagar a la DGI. 


El señor senador plantea que hubo una importación que ingresó y facturó en 2011, pues 
bien, en ese caso está pagando ahora el IVA compras. Si lo hubiera hecho en su momento, habría 
pagado menos IVA saldo. Por lo menos, esto es lo que entendí de la intervención del señor director. En 
síntesis, no hay una diferencia en lo que percibió el Estado, más allá de los mecanismos. 


Hablo como contador y puedo decir que si hubiera pagado algo más, tendría un crédito con 
el Estado. Es muy difícil que una empresa, que tiene un margen de utilidad en productos como el 
petróleo y derivados, tenga mayor IVA compras que el precio al que lo vende, más aún, con la carga 
tributaria que tienen los combustibles. El IVA importación se paga sobre el CIF y el IVA ventas, sobre el 
precio de ventas, que incluye los costos de compra en el exterior, más todos los impuestos que 
gravarían el producto. De modo que nunca puede ser mayor el IVA sobre el CIF que el IVA sobre 
ventas. 


Esos son los criterios que han manejado todos y no solo esta Administración. 
SEÑOR BORDABERRY.- Al decir, «todos», ¿a quiénes se refiere? 


SEÑOR BORGIANI.- A todos los Gobiernos, o mejor dicho, a todas las administraciones aduaneras 
desde 1982 hasta el momento, que es la fecha en que comencé a trabajar en Aduana. 


SEÑOR SARAVIA.- Disculpe, había preguntado si es el único ente o empresa pública que está en esta 
situación o si esto ha sucedido, por ejemplo, con UTE, Antel u otro organismo. 


SEÑOR BORGIAN!.- En general, esto pasa con determinada mercadería, por ejemplo, en el caso de 
Antel, cuando tiene que recibir una central telefónica urgente. No es el mismo mecanismo que se utiliza 
para Ancap, pero hay excepciones. Esto es, reitero, para determinada mercadería, se solicita al director 
nacional de Aduanas una entrega anticipada y después se regulariza. En el caso de Antel, no hay 
comercialización, sino que es mercadería para uso propio. 


Los señores senadores lo deben recordar, es el mismo caso que cuando se importan 
automóviles para los distintos ministerios: se entregan los vehículos y se regulariza después. O sea 
que se hacen entregas anticipadas a los organismos públicos. 


La doctora Brizuela y quien habla no somos un libro abierto, simplemente estamos hablando 
del tema que nos compete. Quizás el Estado deba revisar su criterio, pero lo que queremos trasmitir es 
que, a nuestro juicio, dentro de la misma normativa los entes autónomos y servicios descentralizados 
siempre tuvieron un tratamiento preferencial y distinto. 


Hoy le comentaba al director que es la primera vez que piso el Palacio de las Leyes, no 
tengo nada que ver con la legislación. Esa legislación la hizo el propio Estado que benefició a los entes 
autónomos y servicios descentralizados. De todo lo demás, nosotros podemos hablar en lo que 
respecta a la Aduana. Sí hay cosas que el director está regularizando, pero tampoco descubrimos la 
pólvora con eso. 


SEÑOR PINTOS.- Quería agradecer la presencia del contador Canon y sus asesores en la comisión. 


Creo entender que en esta exposición que se ha realizado, hubo tres etapas y todo lo que 
aquí se ha expresado está dentro de los períodos de actuación de la comisión, es decir, desde el año 
2000. La primera etapa va hasta el 2005 donde, incluso, hubo tres años donde no consta la 
importación de crudo para el Uruguay. No existen estadísticas debido a que Ancap no denunciaba y no 
hacía los trámites correspondientes, frente al Estado, a la DGI y a los organismos competentes ese tipo 
de importaciones. A partir de 2006 hasta 2015, el Estado comienza un proceso de regularización de 
esta situación, se firma un convenio, se cobran haberes atrasados. Finalmente, a partir de junio de 
2015 aparece una norma escrita, solicitada por la DGI, donde se pone un plazo de regularización de la 
tasa de importaciones, que nos permitirá, a partir de ahora, tener un indicador para poder evaluar el 
comportamiento de Ancap frente a la DGI en este proceso de regularización de sus embarques de 
petróleo y crudo. Esas son las tres etapas que mencioné al comienzo. 


También quiero señalar —iba a plantear otras cuestiones, pero ya fueron expuestas por el 
señor senador Saravia y respondidas por los invitados— algo que tiene que ver con el relacionamiento 
entre los organismos públicos. Esto está muy claro, hay leyes y decretos promovidos por el propio 
Estado, que tienen mucha flexibilidad y acá no aparece ningún elemento coercitivo para que Ancap 
tenga necesidad realmente de llevar adelante este proceso de regularización en los plazos que la DGI 
le impone. Incluso, quiero decir que más que nada se trata de una solicitud de la Dirección Nacional de 
Aduanas a Ancap. Se le pide que en 90 días comience a regularizar. Todos sabemos lo que significa la 
trayectoria administrativa y el peso que tiene para modificar procesos y procedimientos dentro de la 
Administración pública, para que esto realmente se cumpla y no sé cuál va a ser el peso que se le va a 
dar a esta solicitud que hace la Aduana para que Ancap pueda comenzar un proceso de transformación 
administrativa y de protocolos para comenzar a regularizar esta situación que a todas luces quedó 
claro que no tiene impactos en las finanzas de Ancap, del Estado, ni en la recaudación de la DGI. Nos 
parece que lo que estaría faltando sería un elemento que obligue a que este proceso se tenga que 
hacer en los plazos estipulados. 


Creo que las tres etapas quedaron muy bien diferenciadas. Quedó demostrada la voluntad 
del Gobierno para ir ajustando este sistema que es beneficioso para el Estado, para la Dirección 
Nacional de Aduanas y para la propia Ancap. 


Esa es la interpretación que hago de la presentación. Lo otro que subyace detrás de todo 
esto es que la Dirección Nacional de Aduanas parte de la base, del preconcepto y, más que nada, de la 
certeza de que Ancap no es una institución que vaya a generar contrabando. Eso es lo que hay detrás 
de todo esto. Se sabe que Ancap trae crudo y no va a realizar contrabando, no hay un lucro oculto 
detrás de la importación de crudo. Entonces, no se tienen que perseguir las importaciones a fin de 
investigar. Eso subyace detrás de esta relación entre estos organismos públicos. Más que una 
presunción, hay una certeza de que Ancap, que es organismo público, importa crudo con los objetivos 
que todos conocemos. Insisto hay una certeza muy clara de que este organismo no va a importar para 
contrabandear, para vender en negro, ni para hacer negocios por fuera de lo que corresponde a esta 
empresa pública. Allí hay un punto que atraviesa esta relación entre estas dos instituciones públicas. 


Estas son las tres etapas que quedaron muy en claro en la exposición de nuestros invitados. 
Hay un proceso de acercamiento entre las partes para el mejor funcionamiento de la información que 
se cruza entre las instituciones. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Quería dejar un par de constancias. Como dije al comienzo, el término 
regularizar en esta circunstancia refiere a poner en orden, como lo indica la Real Academia Española 
para la primera acepción de la palabra. 


Como decía el señor senador Pintos, el decreto anterior al 173/05, es el 570/994 que estaba 
avalado por la Decisión 16/94 del Consejo del Mercado Común. Ese decreto de 1994, suscrito por el 
entonces presidente, doctor Lacalle Herrera, establece la modernización de la Aduana e impone en la 
transacción import - export los tres canales. Me atrevo a afirmar —y me podrán corregir— que jamás se 
le habrá impuesto a Ancap otro canal que no fuera el verde, porque es una empresa del Estado. Es 
más, creo que en otros tiempos Ancap tenía la potestad de autodespacharse. Estas son regulaciones 
que vinieron con el tiempo y, entonces, se pone más la marca sobre la entidad del Estado. 


SEÑOR MIERES.- Aproveché para mirar el expediente que nos entregaron y de la lectura surge que 
quien pide el plazo es Ancap. No es una iniciativa de la aduana, sino que esta accede a una solicitud 
de Ancap. 


Aquí hay un planteo que me generó dudas. La persona que emite la nota de Ancap a la 
Dirección Nacional de Aduanas solicita que a partir del 1. de julio para los embarques de crudo y 
derivados se habilite la importación a través de GEX de entrega anticipada, que supongo que será esa 
autorización precaria, la que será cancelada con un DUA de regularización a los 90 días. En cuanto al 
segundo párrafo de la nota, me parece que es bueno que se aclare porque señala que para los 
embarques con problemas de manifiestos que nos impiden su regularización, se solicita que se 
permitan realizar DUA bajo el subrégimen 15, regularización de importaciones por GXP, a fin de 
solucionar estos inconvenientes. Había entendido que en realidad todas las importaciones de Ancap no 
tenían problemas y que tenían un GEX de entrega anticipada, pero acá se habla de embarques con 
problemas de manifiestos que impiden su regularización. ¿Qué quiere decir esto? 


SEÑOR CANON.- Tal como dice el decreto que he citado —el 173/2005 y la Decisión 50/04 del 
Consejo Mercado Común del Mercosur, la declaración simplificada podrá ser efectuada con la 
presentación de documentos de transporte o comerciales. Eso es un manifiesto de carga. Lo que se 
oficializa a través de la solicitud de Ancap es que además del manifiesto de carga hay que hacer un 
GEX, que es un expediente electrónico en la Aduana. O sea, es la manifestación —pregunta que fue 
hecha por el señor senador Delgado-— de Ancap de que no se puede regularizar inmediatamente y que 
hay una importación de petróleo, gas o lo que fuere, frente a la Aduana. Entonces, ambas cosas son 
una declaración simplificada. Sobre las dificultades que puede traer el manifiesto pido que haga uso de 
la palabra el señor Borgiani. 


SEÑOR BORGIANI.- Como ustedes ven en la nota, tiene un código 15. En realidad, los distintos tipos 
de operaciones aduaneras en el sistema Lucía tienen un código. Entonces, 11 es importación directa y 
12 —que es lo que tendría que hacer Ancap y que hace en la mayoría de los casos— es despacho desde 
el depósito fiscal. A veces, por problemas de transmisión de la naviera, no se puede cerrar el DUA 
porque no está generado el stock en el depósito. Por tanto, hasta que no se corrige informáticamente el 
stock del depósito, no pueden numerar el DUA. Como hay un código, que se entrega por expediente, 
pidieron que se le los habilite a numerar el DUA, pagar los tributos y no tener que asociar en esta 
primera medida el código 12, que es salida de depósito, y luego la Aduana, con la presentación del 
DUA, regularice los stocks, pasando del 15 al 12. O sea, nos está pidiendo más trabajo a nosotros para 
poder numerar más rápidamente. Es un tema informático y de códigos. 


SEÑOR DELGADO.- A esta hora de la tarde no vamos a generar de nuevo el debate y vamos a 
colaborar con el señor presidente. 


No comparto el resumen del senador Pintos sobre la reunión. Se ve que estuvimos en 
diferentes reuniones. Está claro que las facturas que le presentamos corresponden a ese DUA; que 
son facturas del 2011 y se regularizaron en el 2015. Esto fue lo que le presentamos a la comisión y nos 
parece que es una situación absolutamente irregular. Además, en varias de estas facturas —en las que 
presentamos y algunas otras que entregaremos— vinculadas a la importación de petróleo, hay una 
regularización, ya no con una declaración aduanera simplificada, sino con una demora excesiva porque 
estamos hablando de un mínimo de dos años y un máximo de cuatro años para ello. Por tanto, a partir 
de fines de junio de 2015 en adelante hay que regularizar, en tiempos razonables, todas las 
importaciones de Ancap. 


También queremos dejar constancia de que las facturas que presentamos sobre 
importaciones del 2011, se regularizaron con un documento de importación -que es el trámite 
necesario para la importación aduanera— en el 2015, con el expediente a que hice referencia y no el 
que distribuyó el director Canon. Esto tiene que ver con insumos energéticos de Ancap, que además de 
pagar las tasas correspondientes, deberían haber abonado el anticipo y el IVA correspondiente con el 
hecho generador que es la entrada del producto al territorio nacional, cosa que se realizó cuando se 
regularizó ante la Aduana en el 2015. Por tanto, no se lo hizo en el 2011, pero sí en el 2015. 


Simplemente quería dejar las siguientes constancias. Obviamente, interpretamos de forma 
diferente el término irregularidad. Una cosa es el diccionario y otra el sentido jurídico. Analizaremos las 
expresiones vertidas. 


Si bien en estos casos la Aduana es un actor fundamental y necesario, aquí no estamos 
analizando su gestión sino la de Ancap. Me alegro de que a partir de ahora se generen procedimientos, 
aunque sea a nivel de resoluciones, que permitan más prolijidad en los procedimientos. No obstante — 
por eso tenemos una visión diferente a la del senador Pintos—, la información que presentamos en su 
momento terminó siendo confirmada por el director de Aduanas. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Quiero dejar planteado que utilicé el diccionario porque fue lo que usó 
el senador Delgado en la primera sesión, cuando pasamos de la comisión preinvestigadora a la 
investigadora. 


Estamos hablando del término irregular que al senador Delgado le gusta mucho utilizar, pero 
yo también me baso en el diccionario. En aquella oportunidad, el senador Delgado dijo que era la 
primera acepción, cuando en realidad era la cuarta, pero de eso hablaremos en la sesión final. 


SEÑOR BORDABERRY.- Trataré de no exhibir nuestras diferencias delante de los invitados. 


Me limitaré a decir que la interpretación que realizó el senador Pintos en esta sesión es 
personal y que no estoy de acuerdo con ella. No quiero que mi silencio sea interpretado como que 
comparto lo que dijo, ya que discrepo absolutamente con él, a pesar de que respeto su opinión. 


Agradeciendo la presencia del señor director de la Dirección Nacional de Aduanas y de sus 
asesores, quiero hacerles la última pregunta. ¿La aprobación del artículo 115 de la Ley n.” 17930 fue 
simplemente un error? ¿Se equivocaron poniendo un artículo al aprobar de apuro una ley de 
presupuesto a las 2 de la mañana? 


SEÑORA BRIZUELA.- En realidad, la Aduana no tuvo participación alguna en la propuesta de ese 
artículo. Por eso hoy dije que puede haber dos teorías jurídicas en cuanto a la interpretación del 
artículo 115. Cuando nosotros vimos ese artículo en la ley, nos sorprendimos tanto como usted lo está 
haciendo ahora. No sabemos si fue un error o qué sucedió. 


SEÑOR BORDABERRY.- Muy bien. Haremos las averiguaciones del caso. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:53). 
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